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Presentación

Maisa Rojas Corradi
Ministra del Medio Ambiente de Chile

Georgiana Braga-Orillard
Representante Residente PNUD Chile

Alcanzar un desarrollo verdaderamente sostenible e 
inclusivo nos llama a cambiar -de manera gradual, pero 
decidida- el modo de producir, consumir, distribuir y 
relacionarnos con los ecosistemas y territorios.
 
Esta transformación en la forma en que nos transpor-
tamos, alimentamos, calefaccionamos y construimos 
nuestras ciudades, debería permitir asegurar las con-
diciones para el progreso y bienestar de las personas 
y comunidades, al tiempo que nos posibilite hacernos 
cargo de la triple crisis ambiental, permitiendo reducir 
significativamente las emisiones de Gases de Efecto 
Invernadero (GEI), disminuir la contaminación y detener 
la pérdida y deterioro de la naturaleza.

Es precisamente esta visión la que sintetiza el concepto 
de la Transición Socioecológica Justa, un enfoque que 
considera a la justicia social como el factor clave en la 
toma de decisiones y que pretende abordar desafíos 
que son a la vez productivos, ambientales y territoriales 
de manera integrada, para asegurar la sostenibilidad e 
inclusión social.

Esta perspectiva, entonces, nos permite avanzar hacia la 
conciliación entre desarrollo y medio ambiente, y plantea 
una visión de futuro que incorpora soluciones basadas 

en la naturaleza y la participación de las comunidades 
locales. De este modo, se presenta como una oportunidad 
para la creación de empleos de calidad, el aumento de 
la racionalidad en la explotación y uso de los recursos 
naturales, la construcción de entornos más limpios para 
habitar y facilitar las capacidades de las generaciones 
futuras y su calidad de vida.

Así, esta publicación tiene el propósito de presentar el 
largo y fértil debate en torno a la Transición Justa que ha 
ido moldeando las reflexiones entre mundos sindicales, 
ambientales, productivos y académicos, que por mucho 
tiempo, desarrollaron sus propuestas de manera sepa-
rada y que hoy convergen gracias a este concepto. En 
este contexto, el documento aborda fundamentos de la 
transición y el recorrido que ha tenido el concepto desde 
sus orígenes, dando cuenta también de la trayectoria de 
Chile en la materia. Luego, se expresan aquellos desafíos 
que refieren a ámbitos relevantes para la proyección de 
la agenda de transición socioecológica justa en el país.

Esperamos que este documento sirva como un   insumo 
técnico y conceptual que facilite el análisis, reflexión y 
discusión sobre transiciones hacia la sostenibilidad en 
Chile, contribuyendo activamente al debate nacional 
en la materia.
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El concepto de Transición Justa (TJ) ha sido integrado en 
múltiples agendas de gobiernos, compañías y organiza-
ciones de diversos tipos, especialmente a partir de 2015 
tras la publicación de “Directrices para una Transición 
Justa hacia Economías y Sociedades ambientalmente 
sostenibles para todos” (OIT, 2015) y su inclusión en 
el preámbulo del Acuerdo de París (CMNUCC, 2015). 
A partir de entonces, numerosos países han avanzado 
en incorporar principios de una transición justa en sus 
compromisos climáticos internacionales, citándose de 
forma explícita en el 38% de las contribuciones deter-
minadas a nivel nacional (NDC, por sus siglas en inglés) 
y en el 56% de las estrategias climáticas de largo plazo 
(PNUD, 2022). Entre estos países, se pueden destacar 
el foco en la inclusión, la equidad, y la diversificación 
productiva y laboral que ha propuesto Costa Rica en sus 
políticas que integran la transición justa (PNUD, 2022); o 
la institucionalización de la transición justa que ha hecho 
España en la conformación del Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico (MTERD), aprobando en 
2019 la Estrategia de Transición Justa -como pilar del 
Marco Estratégico de Energía y Clima-, que describe y 
propone la transición justa de los diferentes sectores 

En noviembre de 2023, el CITSEJ aprobó 

la definición de Transición Socioecológica 

Justa (TSEJ) como: “El proceso de trans-

formación y/o adaptación de los sistemas 

socioculturales hacia el equilibrio ecosisté-

mico, bienestar de las personas y modelos 

productivos sostenibles, en el marco de la 

triple crisis por pérdida de la biodiversidad, 

cambio climático y contaminación, asegu-

rando el enfoque de derechos humanos, 

igualdad de género y trabajo decente”. 

Introducción

I

económicos como una posibilidad de generar empleos 
y mejorar la competitividad y la cohesión social, entre 
otros objetivos (MTERD, 2019).

Chile ha dado también pasos relevantes en esta ma-
teria. Ejemplo de ello, es la inclusión del concepto de 
transición justa en la actualización de la Contribución 
Determinada a Nivel Nacional (NDC) de 2020 (MMA, 
2020a) como parte de su pilar social de “Transición 
Justa y Desarrollo Sostenible”, que consideró el 
compromiso de crear una estrategia para el proceso 
de descarbonización, resultando en la formulación y 
aprobación de la “Estrategia de Transición Justa en el 
sector Energía” (MINENERGÍA, 2021). 

Para reafirmar el compromiso de Chile con la justicia 
social y ambiental, reconociendo el vínculo existente 
entre el resguardo de los derechos humanos y los 
objetivos de desarrollo sostenible, el país estableció, 
desde el año 2022, que los procesos ahora serán desde 
la Transición Socioecológica Justa (TSEJ), y para ello, creó 
la Oficina de Transición Socioecológica Justa (OTSEJ) 
en el Ministerio del Medio Ambiente (MMA, 2022b); 
y nuevas instancias de coordinación institucional a 
través de los Comités Interministeriales de Transición 
Socioecológica Justa (CITSEJ; MMA, 2022c); y de Tran-
sición Hídrica Justa (CITHJ; MMA, 2022d); e, instauró 
dos gobernanzas locales de transición socioecológica 
justa (TSEJ), para acompañar los procesos de cierres 
de termoeléctricas actualmente en funcionamiento, 
en las comunas de Tocopilla y Mejillones; y elaboró 
la Estrategia Nacional de Transición Socioecológica 
Justa (ENTSEJ).

En noviembre de 2023, el CITSEJ aprobó la definición 
de Transición Socioecológica Justa (TSEJ) como: “El 
proceso de transformación y/o adaptación de los 
sistemas socioculturales hacia el equilibrio ecosisté-
mico, bienestar de las personas y modelos productivos 
sostenibles, en el marco de la triple crisis por pérdida 
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de la biodiversidad, cambio climático y contaminación, 
asegurando el enfoque de derechos humanos, igualdad 
de género y trabajo decente”. De acuerdo con esta 
definición y, atendiendo a las crisis que la enmarcan, 
la TSEJ plantea un cambio integral en la manera en que 
se desarrolla la actividad humana en los ecosistemas 
que la albergan.

Desde la definición de TSEJ acordada por el CITSEJ, se 
da cuenta de la ampliación del concepto de transición 
justa. En ello, desde las visiones originales focalizadas 
en el efecto en el empleo por el aumento de las exi-
gencias ambientales a las industrias, se ha avanzado 
hacia el reconocimiento de las interrelaciones entre 
sistemas sociales y ecológicos, como también de la 
multidimensionalidad de las dependencias y con-
secuencias de la manera en que se desarrollan los 
procesos productivos. 

Por lo tanto, el desafío es implementar un proceso de 
Transición Socioecológica Justa, que no solo promueva 
modelos de desarrollo bajos en emisiones de carbono, 
sino que también aborde las desigualdades ambientales 
históricas, evitando la reproducción de nuevas formas 
de inequidad en el marco de esta transición.

Teniendo en cuenta la complejidad de ámbitos y desafíos 
que convergen en esta materia; y la discusión política y 
académica en curso sobre lo que implica implementar 
un proceso de transición socioecológica justa, se ha 
considerado oportuno contar con herramientas concep-
tuales y técnicas, para favorecer el diálogo y la acción 
entre los múltiples actores que están promoviendo la 
agenda de TSEJ en Chile.

Este documento forma parte de estas herramientas y 
su propósito es exponer de manera sucinta los princi-
pales cambios conceptuales en materia de TJ, a nivel 
internacional y nacional; dar cuenta de los avances 
de Chile en materia de diseño e implementación de 
instrumentos sobre transición; y revisar desafíos aso-
ciados a la definición e implementación de políticas 
para la TSEJ.

A fin de abordar los objetivos propuestos, el texto se 
divide en cuatro apartados: en el primero se abordan los 
fundamentos de la transición, dando cuenta de las crisis 
que están en la base de su impulso, y de la trayectoria 
que ha tenido el concepto desde sus orígenes, en el 
marco de la discusión internacional, y en la academia. 
El segundo apartado refiere a la trayectoria de Chile 
para llegar a la transición socioecológica justa, dando 
cuenta de su agenda actual, y de las dimensiones y 
principios que la orientan. Luego, en un tercer acápite, 
a la luz de los antecedentes expuestos, se abordan 
aquellos desafíos que refieren a ámbitos relevantes 
para la proyección de la agenda de TSEJ en el país, 
finalizando con algunas consideraciones que sintetizan 
lo tratado en el documento.

El desafío es implementar un proceso de 

Transición Socioecológica Justa, que no solo 

promueva modelos de desarrollo bajos en 

emisiones de carbono, sino que también abor-

de las desigualdades ambientales históricas, 

evitando la reproducción de nuevas formas 

de inequidad en el marco de esta transición.
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El desarrollo de la humanidad ha experimentado 
cambios sin precedentes en los últimos 150 años, 
logrando avances significativos en múltiples áreas 
(sanitaria, médica, tecnológica, etc.). Sin embargo, 
los efectos de estos son desiguales, existiendo aún 
importantes proporciones de la humanidad viviendo 
en condiciones de pobreza o pobreza extrema, y gene-
rando otras asimetrías en torno al desarrollo humano. 
Adicionalmente, estos avances se han realizado ejer-
ciendo presiones sobre el planeta que han aumentado 
de manera exponencial en el período, al punto que el 
mundo científico discute si la Tierra ha entrado a una 
nueva época geológica (el Antropoceno), dominada 
por la acción humana y donde el riesgo para nuestra 
sobrevivencia somos nosotros mismos (PNUD, 2020). 

Ello ha significado el surgimiento global de diferentes 
problemas ambientales. Entre ellos, los que conforman la 
denominada triple crisis ambiental, en la cual se conjugan 
las causas y los efectos del cambio climático, la pérdida 
de biodiversidad y la contaminación (CMNUCC, 2022a).

a. La dimensión del problema

El reconocimiento y el abordaje de la triple crisis su-
pone reconocer la complejidad de sus problemas, su 
carácter relacional y multidimensional, como también la 

Fundamentos de la transición justa

II

existencia de límites a escala planetaria y ecosistémica 
para la acción humana que, de ser sobrepasados, ponen 
en riesgo la estabilidad del sistema en su conjunto, y 
su capacidad para soportar la vida y proporcionar las 
condiciones para el bienestar y desarrollo humano 
(Rockstrom et al., 2009; PNUD, 2020; Richardson et al., 
2023; Hellweg et al., 2023). En consecuencia, afectan el 
cumplimiento de los ODS, y amenaza con aumentar las 
desigualdades y empujar a millones de personas hacia 
la pobreza (Khoday, 2020). Por ello, debemos diseñar e 
implementar estrategias innovadoras, transformadoras 
e interconectadas en múltiples áreas (energética, pro-
ductiva, financiera, etc.), basadas en principios de justicia, 
que amplíen las libertades humanas y al mismo tiempo 
alivien las presiones planetarias en todas las escalas de 
gestión (PNUD, 2020).

La idea de transición justa apunta precisamente en el 
sentido anterior, y constituye también una profundización 
en la discusión sobre el vínculo entre desarrollo humano 
y medio ambiente, que se instaló durante la década de 
los setenta, a partir de las movilizaciones asociadas a los 
derechos laborales y su convergencia con preocupaciones 
sobre el ambiente, siendo tomada paulatinamente en 
la agenda política internacional, sobre todo a partir de 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Humano y la adopción de la Declaración de Estocolmo, 
de 1972 en adelante. Estos hitos marcaron el inicio del 
diálogo entre los países en torno a temas como creci-
miento económico, contaminación del aire, el agua y 
los océanos, y el bienestar de las personas de todo el 
mundo; diálogo que se ha prolongado y profundizado 
en conferencias posteriores, con un hito relevante en 
la Cumbre de la Tierra (Río de Janeiro) de 1992 (ONU, 
1992), en la cual se destacó la interdependencia y evo-
lución conjunta entre los factores sociales, económicos 
y ambientales.

A partir de la Declaración de Río, la idea de un nuevo modelo 
de desarrollo ha sido ampliamente difundida y consensuada 

La idea de transición justa (...) constituye 

también una profundización en la discusión 

sobre el vínculo entre desarrollo humano y 

medio ambiente, que se instaló durante la 

década de los setenta a partir de las movili-

zaciones asociadas a los derechos laborales 

y su convergencia con preocupaciones sobre 

el ambiente.
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a nivel mundial, con la adopción de la Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible en el 2015 (en adelante ODS o 
Agenda 2030) y que ha sido reforzada por instrumentos 
multilaterales como el Acuerdo de París, el Marco de Sen-
dai para la Reducción del Riesgo de Desastres, y el Marco 
Mundial para la Biodiversidad Kunming Montreal. 

América Latina y el Caribe no está ajena a estos procesos 
globales de cambio y riesgo. Los países de la región 
han mantenido entre sus preocupaciones políticas 
prioritarias, la lucha contra la pobreza, la generación 
de empleo, el ingreso mínimo y la salud básica; además, 
y dado que sus economías se basan principalmente 
en el uso intensivo de recursos naturales y sectores 
primarios (agricultura, forestal, pesca, minero, etc.), 
éstas han tenido un fuerte impacto sobre sus ecosis-
temas y biodiversidad (CEPAL, 2024a). De mantenerse 
la tendencia actual de pérdida y degradación de la 
biodiversidad en la región, se estima que se produciría 
un “escenario de colapso parcial de varios servicios 
ecosistémicos esenciales” (CEPAL, 2024a, p.13), lo que, 
además de poner en riesgo servicios como la extracción 
de recursos marinos o la provisión de alimentos, daría 
lugar a una pérdida económica estimada en un 3,4% 
del PIB, lo que supera notoriamente la pérdida de 2,3% 
del PIB estimada a escala mundial (CEPAL, 2024a). Esta 
situación podría exacerbar los problemas de desigual-
dad y bajo crecimiento característicos del desarrollo 
regional (PNUD, 2021), elevando su vulnerabilidad (OMM, 
2024), afectando los niveles de desarrollo alcanzados 
hasta ahora y limitando la capacidad de los países para 
mejorar el bienestar de sus poblaciones de una manera 
sostenible (CEPAL, 2024b).

b. La transición como respuesta: los 
orígenes en el mundo sindical y la 
agenda internacional
 
La transición hacia modelos sostenibles y justos como 
respuesta a la triple crisis, con énfasis en la climática, 
se ha posicionado como un objetivo global (CMNUCC, 
2022b). De manera mucho más amplia que su con-
cepción en la década de los 70, hoy la transición justa 
se aplica a dimensiones socioeconómicas, laborales, 
energéticas, entre otras, que consideran la protección 
social como medio de mitigación para los impactos de 
la propia transición, lo que exige “enfoques inclusivos 
y participativos que no dejen a nadie atrás” (CMNUCC, 
2023, p.34).

Si bien la transición justa busca efectos positivos, 
puede generar disrupciones que, si no son bien admi-

nistradas, tendrán un alto costo social (Alatorre et al., 
2023). La cuestión clave ya no es la necesidad de una 
transformación hacia la sostenibilidad a escala mundial, 
sino cómo hacerla realidad ahora y de manera justa, 
abordando la distribución estructuralmente desigual 
de los costos y beneficios de los modelos actuales 
(PNUMA, 2024).

b.1. Origen en el mundo sindical estadounidense

Los orígenes de la transición justa se remontan al movi-
miento obrero estadounidense de los años 70 y 80, que 
apelaba por la protección de los trabajadores afectados 
por el cierre de industrias energéticas y químicas que 
no pudieron adaptarse a las nuevas regulaciones sobre 
contaminación de agua y aire (Stevis y Felli, 2015; PNUD, 
2022). La acuñación del término se atribuye al activista 
Tony Mazzocchi (Trade Union Congress, 2008), quien lo 
adoptó en su propuesta de un “Superfondo” para que 
los trabajadores afectados fueran compensados con 
ingresos mínimos, educación y apoyo para transitar fuera 
de sus actividades peligrosas. La propuesta comenzó 
a instalarse entre sindicatos y grupos ambientalistas, 
convirtiéndose en una respuesta sindical al desafío de 
conciliar las nuevas políticas ambientales y el destino 
de los trabajadores (Mazzocchi, 1993; Goods, 2013).

Desde inicios de los 90s, las uniones sindicales co-
menzaron a escalar sus propuestas hacia la agenda 
internacional, especialmente a partir de su integración 
en la Comisión de Desarrollo Sostenible, creada en 1992 
(Silverman, 2006). Sin embargo, fue recién en 1997 que 
el Sindicato de Trabajadores del Petróleo, la Química y la 
Energía Atómica (OCAW, por sus siglas en inglés), al cual 
pertenecía Mazzocchi, adoptó una resolución haciendo 
un llamado explícito a una transición justa, impulsando 
así su posterior inclusión en otras organizaciones como 
el Congreso Canadiense del Trabajo del 2000 y en el 
Congreso Sindical Británico de 2007 (Stevis y Felli, 2015).

Fue así como, a partir de la década del 2000, las uniones 
sindicales fueron las principales promotoras de la tran-
sición justa en diversos eventos globales, tales como la 
Cumbre de la Tierra de 2002, convirtiéndose, junto con 

Los orígenes de la transición justa se remontan 

al movimiento obrero estadounidense de los 

años 70 y 80, que apelaba por la protección 

de los trabajadores afectados por el cierre de 

industrias energéticas y químicas.



17

 FUNDAMENTOS, AVANCES Y DESAFÍOS EN CHILE 

las propuestas de empleos verdes, en los elementos 
centrales del ecologismo laboral (Stevis et al., 2018). 
Ambos elementos -transición justa y empleos verdes- 
comenzaron a influir fuertemente en instituciones 
de las Naciones Unidas, en particular en el PNUMA, la 
Convención Marco sobre Cambio Climático (CMNUCC) 
y la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Reflejo 
de ello son el rol del PNUMA en la Asamblea Sindical 
sobre Trabajo y Ambiente de 2006 (PNUMA, 2007), las 
contribuciones al debate climático a partir de la COP15 
de 2009 (Rosemberg, 2020) y el protagonismo que tuvo 
la transición justa en la 102ª Conferencia de la OIT 
(2013), la cual sentó las bases para la publicación de las 
“Directrices de política para una transición justa hacia 
economías y sociedades ambientalmente sostenibles 
para todos” (OIT, 2015).

En particular sobre las Directrices de la OIT, estas definieron 
un conjunto de principios y herramientas operacionales en 
torno a los cuales diseñar políticas y medidas de transición 
justa a nivel nacional, con el fin de abordar los cambios 
ambientales y evitar impactos para los trabajadores me-
diante la creación de trabajo decente (OIT, 2022; Gambhir 
et al., 2018). Éstas representan las primeras directrices 
globales establecidas por una agencia especializada de las 
Naciones Unidas y acordadas por gobiernos, organizaciones 
de empleadores y de trabajadores de 187 países, lo que 
marcó una victoria del movimiento sindical internacional, 
tras años de incidencia (Confederación Internacional de 
Uniones Sindicales, 2017; Dell’Amico et al., 2024).  
 
b.2. La agenda internacional: convergencia de lo 
laboral y lo climático

A partir del impulso de las organizaciones sindicales, la 
transición justa se ha ido posicionando progresivamente 
en la agenda internacional durante la última década, 
llegando a ser uno de los temas centrales de las nego-
ciaciones y políticas climáticas a lo largo del mundo.

Respecto a las negociaciones climáticas, la primera 
inclusión formal del término aparece en los Acuerdos 

de Cancún emanados de la COP16, donde se recono-
ció la necesidad de asegurar una transición justa de 
la fuerza laboral que cree trabajo decente y empleos 
de calidad al enfrentar el cambio climático (CMNUCC, 
2010). Un año después, se estableció la “transición 
justa de la fuerza laboral” como una de las áreas de 
trabajo del recién creado Foro sobre el impacto de la 
implementación de medidas de respuesta (CMNUCC, 
2011). El lenguaje utilizado en ambos documentos 
refleja la predominancia del enfoque en la dimensión 
laboral, el cual fue reforzado tras su inclusión en el 
documento final de la Conferencia Rio+20 (ONU, 2012) y 
en el preámbulo del Acuerdo de París (CMNUCC, 2015), 
donde además se estrechó la relación entre la transición 
justa, el desarrollo sostenible y la acción climática.

Los países han desarrollado gran parte de sus diver-
sas políticas, programas e instituciones específicas 
sobre transición justa a través de sus NDC y según 
lo establecido en el Acuerdo de París (Anexo). Hasta 
el 2022, 65 países habían incluido explícitamente el 
concepto en su NDC y 29 lo hicieron en su Estrategia 
Climática de Largo Plazo. Sin embargo, la mayoría se 
ha centrado en el sector de energía y en trabajadores 
de industrias dominadas por hombres, lo que supone 
el riesgo de perpetuar las vulnerabilidades existen-
tes y pasar por alto desigualdades sistémicas, al no 
abordar las consecuencias de la transición para las 
comunidades en su conjunto, y en los diversos sec-
tores e industrias, entendiendo que existen impactos 
diferenciados de la transición en aquellos territorios, 
sectores y comunidades que son más dependientes del 
uso de combustibles fósiles y donde existe una menor 
diversificación económica (PNUD, 2022).

La creciente inclusión en programas gubernamentales 
llevó a que, en 2018, durante la denominada “COP de la 
Transición Justa” en Katowice, 53 jefes de delegación 
firmaran la “Declaración de Silesia sobre la Solidaridad y 
la Transición Justa”, mientras que en 2021 se alcanzaron 
30 firmas en la Declaración “Apoyo a las condiciones 
para una transición justa a nivel internacional” (Gobierno 
de Reino Unido, 2021). Ambas declaraciones se basaron 
bastante en las Directrices de la OIT, fijando principios 
dirigidos mayormente a trabajadores.

Así, en la COP27 del año siguiente, ocurrió un hito clave 
al crearse el “Programa de Trabajo de Transición Justa”, 
el cual amplió su alcance hacia las “dimensiones ener-
géticas, socioeconómicas, laborales y otras cuestiones” 
(CMNUCC, 2022b), y estableció una instancia específica 
para su discusión dentro de la Convención Marco de 
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Cambio Climático hasta por lo menos 2026, año en 
que se evaluará su continuidad (CMNUCC, 2023). Esta 
amplitud ha sido reafirmada por otras organizaciones 
internacionales, llegando a describirse a la transición 
justa como un “proceso de transformación a gran 
escala, que tiene implicancias en todos los niveles de 
desarrollo de los países, a lo largo de todos los sec-
tores económicos y en zonas urbanas y rurales, hacia 
economías y sociedades sostenibles” (OIT y PNUMA, 
2023), a la vez que busca “garantizar que todas las 
personas, las sociedades y los países se beneficien 
de las oportunidades que ofrece la construcción de 
futuras economías acordes con el objetivo de 1,5°C” 
(PNUD, s.f.).

c. Visiones desde la academia
  
El interés por la transición justa en círculos académicos 
se acrecentó a partir de los 2000s, siendo abordada 
primeramente desde el enfoque histórico del concepto, 
para luego ampliarse a sus aplicaciones en el contexto 
contemporáneo (Wang y Lo, 2021), variando en los úl-
timos 20 años, en concordancia con los debates sobre 
desarrollo sostenible, la agenda de derechos humanos y 
las preocupaciones sobre el cambio climático (Gerrard 
y Westoby, 2022). 

En este período, además del ámbito laboral, se han plantea-
do diversas “transiciones justas” asociadas a dimensiones 
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específicas como energía y descarbonización (García-García, 
Carpintero y Buendía, 2020; Jenkins, 2023), agricultura y 
ruralidad (Bizikova et al., 2020; Otlhogile y Shirley, 2023), 
urbanización y transporte (Hughes y Hoffman, 2020; Ternes 
et al., 2024), minería (Sadan et al., 2022; Measham et al., 
2024), enfoque de capacidades y educación (Majekolagbe, 
2023; Droubi et al., 2023), entre otras. Recientemente, 
Neuhuber (2025) ha identificado cinco tópicos como los 
más comunes en la literatura asociada a transición justa: 
trabajo y empleo, adaptación medioambiental, transición 
sostenible, justicia y redistribución, y política climática.

La diversidad de perspectivas abordadas en la litera-
tura académica-científica y las múltiples propuestas 
de investigadoras, investigadores e instituciones dan 
cuenta de la heterogeneidad de miradas sobre la TJ 
y la falta de una definición o marco universalmente 
acordado para las “transiciones”, lo que vuelve difíciles 
la comunicación y el debate (Wang y Lo, 2021), como 
también sus aplicaciones prácticas (Snell, 2018). 

Consciente de estas dificultades, y para efectos de 
la política climática global, tras una extensa revisión 
bibliográfica, el Panel Intergubernamental sobre Cambio 
Climático (IPCC, por sus siglas en inglés) planteó en su 
Sexto Reporte de Evaluación la siguiente definición 
(Pathak et al., 2022, p.75):

[Transición Justa] refiere a un conjunto de princi-
pios, procesos y prácticas que tienen como obje-
tivo garantizar que ninguna persona, trabajador, 
lugar, sector, país o región se quede atrás en la 
transición de una economía con altas emisiones 
de carbono a una economía con bajas emisiones 
de carbono. Incluye el respeto y la dignidad de 
los grupos vulnerables, la creación de empleos 
dignos, la protección social, los derechos laborales, 
la equidad en el acceso y el uso de la energía, y el 
diálogo social y la consulta democrática con las 
partes interesadas.

…Una transición justa implica medidas específicas y 
proactivas [...] para garantizar que se minimice cual-
quier impacto social, medioambiental o económico 
negativo de las transiciones en toda la economía, 
al tiempo que se maximizan los beneficios para 
aquellos afectados de forma desproporcionada. 
Estas medidas proactivas incluyen la erradicación 
de la pobreza, la regulación de la prosperidad y la 
creación de empleo en sectores “verdes”. Además, 
los gobiernos, las industrias contaminantes, las 
empresas y aquellos con mayor capacidad para 

pagar los impuestos asociados más elevados, pueden 
sufragar los costes de la transición proporcionando 
una red de seguridad social y una compensación 
adecuada a las personas, comunidades y regiones 
que se han visto afectadas por la contaminación, 
están marginadas, o sufren el impacto negativo de 
la transición de una economía y una sociedad con 
altas o bajas emisiones de carbono.

La definición anterior establece una estrecha relación 
entre la transición justa y la mitigación climática, apun-
tando a que los impactos y beneficios de las transiciones 
hacia economías bajas en emisiones deben considerar a 
todas las personas y sectores. Sin embargo, este enfoque 
en mitigación ha generado ciertas críticas frente a las 
necesidades de adaptación y resiliencia, especialmente 
de los países en desarrollo, llegándose a plantear que 
“la mitigación climática solo será exitosa si es parte 
de una transición justa que promueva el bienestar 
humano” (Jakob et al., 2019). En este sentido, algunas 
instituciones han propuesto el concepto de “resiliencia 
justa” para referirse a medidas de adaptación al cambio 
climático aplicadas de forma justa y equitativa, siendo el 
equivalente de la transición justa en la mitigación (Lager 
et al., 2023). Más allá de este debate, el hecho de que 
la transición justa haya pasado de ser principalmente 
un objetivo de los movimientos sindicales, a ser parte 
del marco global para abordar el cambio climático, 
indica el potencial movilizador del término (Gerrard y 
Westoby, 2022).
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Chile ha ido avanzando en una institucionalidad en materia 
ambiental, que se inicia en 1994 con la Ley N°19.300 de 
Bases Generales del Medio Ambiente, y se robustece en 
2010 con la creación del Ministerio del Medio Ambiente, 
el Servicio de Evaluación Ambiental, la Superintenden-
cia del Medio Ambiente y los Tribunales Ambientales 
(Ley N°20.417 de MINSEGPRES). Estos avances se han 
fortalecido en los últimos años con la aprobación de la 
Ley Marco de Cambio Climático (LMCC), la creación del 
Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas (SBAP) y la 
ratificación del Acuerdo de Escazú.

A pesar de ello, se mantienen en el país desafíos asociados 
a la contaminación atmosférica, hídrica y de suelos; la 
pérdida de la biodiversidad; y sobreexplotación de recur-
sos naturales, entre otros, reflejando los problemas de 
una economía pequeña y abierta, basada en extracción 
y uso de recursos naturales (OCDE, 2016) y evidenciando 
la estrecha asociación entre el crecimiento económico 
y las presiones ambientales (OCDE, 2024). 

En relación con lo mismo, el informe del Relator Especial 
del Alto Comisionado de Derechos Humanos (AGNU, 
2024), fue enfático en dar cuenta de la relación de las 
afectaciones ambientales respecto al bienestar de 
la población, tal como ha ocurrido en las «zonas de 
sacrificio»; con contaminación atmosférica; el acceso 
al abastecimiento seguro y suficiente de agua; la adap-
tación a la crisis climática; y la aplicación efectiva de 
las leyes y políticas ambientales. Bajo este diagnóstico, 
el informe destacó que uno de los objetivos del actual 
Gobierno era “lograr una transición social y ecológica 
justa, alejándose del enfoque ‘extractivista’ que explo-
ta tanto a las personas como a la naturaleza” (AGNU, 
2024, p.17). Es por ello que se requiere fortalecer los 
avances institucionales con este enfoque, incorporan-

Avances en Chile: desde la 
recuperación ambiental y social a 
la transición socioecológica justa

III

do políticas y acciones que incidan directamente en 
mejorar las condiciones ambientales y sociales para 
promover el bienestar.

a. Los primeros pasos: las iniciativas 
desde los territorios

En la trayectoria del país hacia la adopción de un marco 
político de TSEJ (Figura 1), se reconoce como clave la 
influencia que tuvo la suscripción al Acuerdo de Paris 
en 2015, la que, aun teniendo como focos la mitigación, 
adaptación y medios de implementación para el cam-
bio climático, permitió otorgar mayor importancia a la 
“justicia climática” dentro de las acciones para hacer 
frente a esta crisis (CMNUCC, 2015). 

Sin embargo, incluso previo a la influencia de este 
compromiso internacional, en Chile existían iniciativas 
que pretendían abordar las disparidades de costos y 
beneficios ambientales, enfocándose en aquellos terri-
torios que han servido históricamente como polos del 
desarrollo minero y energético, y donde se han sufrido 
las consecuencias negativas de actividades productivas 
altas en carbono. En ese sentido, bajo el propósito de 
“mejorar el medio ambiente y la calidad de vida de los 
habitantes de las zonas de sacrificio ambiental” (MMA, 
2022a, p.51), desde el año 2014 se iniciaron los Progra-
mas para la Recuperación Ambiental y Social (PRAS) en 
cuatro de las comunas más afectadas por actividades 
industriales: Huasco, Quintero, Puchuncaví y Coronel. 

Los PRAS incluyen un conjunto de objetivos y medidas 
de soluciones ambientales, sociales y transversales, 
elaboradas participativamente mediante gobernanzas 
multisectoriales denominadas Consejos para la Re-
cuperación Ambiental y Social (CRAS), y que han sido 
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implementados  con el fin de “impulsar el desarrollo 
ambientalmente sustentable” en dichas comunas (MMA, 
s.f.a) y demostrar que “es posible la convivencia armónica 
entre las actividades industriales, el cuidado del medio 
ambiente y una buena calidad de vida” (MMA, 2020b). 
Estos programas podrían ser considerados como las 
primeras experiencias de transición socioecológica 
justa en el país (MMA, 2023a, p.39) y han tenido una 
importante incidencia en la ENTSEJ que actualmente 
está proponiendo el CITSEJ.

Los PRAS, publicados entre el 2017 y 2018, reconocen lo 
que también fuera descrito en la segunda Evaluación de 
Desempeño Ambiental de Chile, realizada por la OCDE 
en 2016: recalcando el crecimiento de la “economía 
pequeña y abierta” de Chile (OCDE, 2016, p.22), la eva-
luación enfatiza que ésta tiene como pilar los recursos 
naturales, y que su extracción y uso, junto al consumo 
creciente, incrementan las presiones sobre el ambiente, 
y acentúan los conflictos asociados a ello (OCDE, 2016).  
De esta manera, se puede mencionar que, tal como la 
injusticia socio-ambiental y las movilizaciones derivadas 
en las «zonas de sacrificio» dieron paso a la elaboración 
de los PRAS, así también, la evaluación realizada por la 
OCDE reconoció que los conflictos ambientales a nivel 
país han impulsado, en gran medida, las reformas que, 
hasta entonces, habían llevado a cabo el Gobierno 
para avanzar en el fortalecimiento de la democracia 
ambiental (OCDE, 2016).

b. Proceso de la integración de la TSEJ a 
nivel sectorial

La publicación de los Acuerdos de Retiro de Centrales 
Termoeléctricas a Carbón (MINENERGÍA, 2020a), que 
fuera alcanzado entre el Ministerio de Energía y cinco 
empresas generadoras de energía, ubicadas en Huasco, 
Quintero-Puchuncaví, Coronel, Tocopilla y Mejillones, 
fue un paso relevante para empujar la agenda de des-
carbonización, siendo las primeras cuatro comunas 
coincidentes con la existencia de los PRAS.

Al año siguiente, se publicó la Estrategia de Transición 
Justa en Energía (MINENERGÍA, 2021), con el propósito 
de promover un desarrollo económico sustentable me-
diante energías limpias, seguras y eficientes; de impulsar 
la transición de los empleos hacia el sector de energías 
renovables, y evitar la afección económico-laboral 
de quienes dependen laboralmente de la generación 
de energía a partir del carbón. En el mismo año, este 
ministerio también publicó la Estrategia Nacional de 
Hidrógeno Verde, con la visión de contribuir, mediante 

el uso de este elemento, a la transición energética y 
productiva (MINENERGÍA, 2020b).

No obstante, estas políticas de transición energética no 
han estado exentas de dificultades, ya que el proceso 
de cierre de termoeléctricas ha provocado manifes-
taciones, especialmente de sindicatos, situación ante 
la cual la Corte Suprema instruyó al MINENERGÍA para 
que adoptara “medidas que procuren la reinserción o 
reconversión laboral de los trabajadores afectados” por 
el proceso de descarbonización de la matriz energética 
(Poder Judicial, 2021). En el 2022 se actualizó la Política 
Energética Nacional, dando énfasis al fortalecimiento 
del capital humano en el ámbito energético, asociado 
a las nuevas tecnologías, a los requerimientos de la 
industria y las necesidades de las personas y los terri-
torios, priorizando la participación de pueblos indígenas, 
mujeres y personas vinculadas laboralmente, “directa 
e indirectamente en el cierre de las unidades genera-
doras de carbón, sus familias y las personas de dichas 
comunas” (MINENERGIA, 2022a, p.43). Asimismo, esta 
política comprometió la elaboración de estrategias de 
transición justa con foco en las personas, considerando 
la promoción de la creación de empleos y el resguardo 
del medioambiente. En esta línea, la Agenda de Energía 
2022-2026, publicada también el 2022, reforzó dicho 
compromiso al proponer la elaboración de planes de 
transición energética justa en las comunas donde se 
emplazan termoeléctricas a carbón, procurando “impul-
sar el desarrollo local, proteger el empleo y desarrollar 
planes de empleabilidad y de transformación laboral” 
(MINENERGÍA, 2022b, p.69).

Las políticas de transición energética pusieron en el 
centro de la discusión los riesgos de la descarbonización 
en el empleo, y la necesidad de hacerse cargo de los 
problemas sociales y ambientales que estos procesos 
conllevan; los que se sumaron a los ya existentes en las 
comunas que contaban con PRAS. Por ello, la NDC de 2020 
incorporó dentro de sus compromisos climáticos un pilar 
social de “Transición Justa y Desarrollo Sostenible (MMA, 
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2020a), para evidenciar el estrecho vínculo que existe 
entre las dimensiones climática y justicia socioambiental.

En esta misma línea, la subsecuente NDC fortalecida 
(MMA, 2022e) formalizó el concepto de TSEJ, incorpo-
rando el término “socioecológica”, para visibilizar con 
mayor fuerza la interrelación entre los sistemas sociales 
y ecológicos, apuntando “a un reenfoque del desarrollo 
económico que sustenta las inequidades sociales, eco-
nómicas y ambientales del país” (MMA, 2025, p.12). En 
este fortalecimiento de la NDC en 2022, se define la TSEJ 
como un “proceso que, a través del diálogo social y el 
empoderamiento colectivo, busca la transformación de 
la sociedad en una resiliente y equitativa”, e indicando 
que, para ello, se requiere que “en los territorios los sec-
tores productivos sean innovadores y sustentables”; que 
debe asegurar “trabajo decente, la igualdad de género y 
la equidad territorial e intergeneracional, la resiliencia 
climática y la justicia social”; y tener como meta “el 
equilibrio ecológico y el bienestar físico, mental y social 
de las personas” (MMA, 2022b, p.2).

Bajo la premisa de la equidad, una transición socioe-
cológica justa traza un camino que potencia las opor-
tunidades y evita las externalidades negativas sobre el 
bienestar de las comunidades, personas trabajadoras 
y ecosistemas, asegurando que nadie se quede atrás y 
que no se comprometan los derechos y oportunidades 
de las generaciones futuras.

Acorde a las definiciones de la última NDC1 y su fortale-
cimiento (2020 y 2022), diversos sectores han integrado 

1 Durante el 2025, Chile presentará una actualización de sus 
Contribuciones Determinadas a nivel Nacional (NDC), tal como 
comprometió revisarlas cada cinco años a partir del 2020. En cada 
actualización, se deben sostener los compromisos establecidos en 
las NDC anteriores, y reforzar sus acciones climáticas proyectadas 
para los próximos 10 años.

principios asociados a la TSEJ, el desarrollo sostenible y 
la acción climática en sus políticas y programas, lo que 
ha permitido su integración en instituciones públicas y 
privadas, tanto a nivel nacional como regional y local. 

Respecto de ello, es dable destacar, que varias de estas 
políticas y programas son producto del trabajo integrado 
entre diversos sectores y carteras que han visto, en la 
definición de propuestas de transición, una necesidad por 
coordinar visiones, esfuerzos e instrumentos.

Ejemplo de lo anterior es el sector minero, cuyas políticas 
e instrumentos han esyado focalizados en promover la 
provisión de minerales estratégicos necesarios para la 
transición a energías renovables -tales como el cobre, 
litio y las tierras raras-, a través de instrumentos como 
la Política Nacional Minera 2050 (MINMINERÍA, 2023) y la 
Estrategia Nacional de Litio (Gobierno de Chile, 2023b), 
también se ha elaborado instrumentos relacionados con 
los procesos de TJ. Particularmente aquellos relativos a 
los pasivos ambientales derivados de la actividad minera, 
como lo son las faenas y depósitos abandonados, aborda-
dos en el Plan Nacional de Depósitos de Relaves para una 
Minería Sostenible (MINMINERÍA, 2019). Complementaria-
mente, se impulsó la Agenda de Relaves 2025/2026, que 
propone acciones a corto plazo, asociadas a mejorar la 
evaluación, catastro y visualización de la información de 
relaves; a incentivar la reubicación y remediación de los 
relaves abandonados; y a promover el reprocesamiento 
y reutilización de relaves (MINMINERÍA, 2025).

Además de las iniciativas sectoriales que aluden y aportan 
directa e indirectamente a la transición socioecológica 
justa, cabe destacar las políticas e instrumentos formula-
dos de manera intersectorial que integran este enfoque, 
tales como la Estrategia Nacional de Soberanía para la 
Seguridad Alimentaria (MINAGRI, 2023), encabezada 
por el Ministerio de Agricultura, que plantea transfor-
maciones productivas en sectores como la agricultura, 
pesca y acuicultura, e integra la TSEJ como un aspecto 
transversal que promueve “el desarrollo y adaptación de 
incentivos e instrumentos de fomento para la transición 
agroecológica justa y producción regenerativa” (MINAGRI, 
2023, p.31). En esta misma línea, la Hoja de Ruta para 
un Chile Circular al 2040 (MMA, 2021a), elaborada por 
el Ministerio del Medio Ambiente, planteó la necesi-
dad de acelerar la transición a la economía circular y 
avanzar hacia “procesos económicos [que] regeneran 
los sistemas naturales en lugar de degradarlos” (MMA, 
2021a, p.6) -mediante un conjunto de metas de largo 
plazo, entre las que destaca la generación de 100.000 
empleos verdes y decentes al 2030-, lo que ha hecho 

Bajo la premisa de la equidad, una transi-

ción socioecológica justa traza un camino 

que potencia las oportunidades y evita las 

externalidades negativas sobre el bienestar 

de las comunidades, personas trabajadoras y 

ecosistemas, asegurando que nadie se quede 

atrás y que no se comprometan los derechos 

y oportunidades de las generaciones futuras.
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pertinente la colaboración de CORFO con el MMA en la 
implementación del Programa Transforma de Territorios 
Circulares, derivado de esta hoja de ruta.

Varias de las iniciativas descritas se enmarcan en las 
políticas de desarrollo sostenible, para las que el país 
ha definido itinerario en la Estrategia de Chile para la 
Implementación de la Agenda 2030 (Gobierno de Chile, 
2023a), donde se estableció “la necesidad de transformar 
la relación entre los seres humanos y la naturaleza, para 
lograr una transición socioecológica justa” (Gobierno de 
Chile, 2023a, p.10).

En el marco de las políticas climáticas, la Estrategia 
Climática de Largo Plazo (MMA, 2021b), estableció la 
“Transición al desarrollo sustentable e inclusivo a más 
tardar al 2050” como su visión de largo plazo, proponien-
do medidas de mitigación y adaptación para diferentes 
sectores productivos. Estas medidas se vieron reforzadas 
tras la promulgación de la LMCC, considerada un avance 
por incorporar a la legislación nacional una definición de 
“equidad y justicia climática”2  y el objetivo de “transitar 
hacia un desarrollo bajo en emisiones de GEI y otros 
forzantes climáticos” (MMA, 2022f). Esta ley, además 
de establecer deberes respecto a adaptación, justicia 
climática y solidaridad intergeneracional en diferentes 
carteras sectoriales, mandató la creación de planes de 
acción para los gobiernos regionales y comunales, a tra-
vés de los cuales se han replicado principios de la TSEJ a 
escala subnacional (CORECC Atacama, 2023).

Finalmente, uno de los grandes hitos en términos de justicia 
ambiental corresponde a la ratificación de Chile al Acuerdo 
de Escazú, junto con el recientemente aprobado plan para 
su implementación (MMA, 2024a). La pertinencia de dicho 
acuerdo regional, no solo es relevante por cuanto considera 
las tensiones que se generan por la creciente conflicti-
vidad socioambiental y las consecuencias que afectan, 
principalmente, a defensores y defensoras ambientales 
(AGNU, 2024b; Valenzuela-Fuentes, Alarcón-Barrueto y 
Torres-Salinas, 2021; Carranza et al., 2020), sino también 
por buscar asegurar herramientas de información, parti-
cipación y acceso a la justicia, que promuevan acuerdos 

2 “Es deber del Estado procurar una justa asignación de cargas, costos y 
beneficios, resguardando la capacidad de las generaciones futuras de 
satisfacer sus propias necesidades, con enfoque de género y especial 
énfasis en sectores, territorios, comunidades y ecosistemas vulnera-
bles al cambio climático. La justicia climática busca el trato justo de 
todas las personas, así como evitar las discriminaciones que pueden 
conllevar determinadas políticas y decisiones que pretenden abordar 
el cambio climático.” (Artículo 2°, letra d), Ley 21.455 [MMA, 2022, p.2]).

3 Creado mediante el Decreto Supremo N°57/2022 del Ministerio 
del Medio Ambiente, e integrado por nueve Ministerios: Medio 
Ambiente; Energía; Desarrollo Social y Familia; Trabajo y Previsión 
Social; Economía, Fomento y Turismo; Minería; Salud; de la Mujer y 
Equidad de Género; y Educación.

4 Creado mediante el Decreto Supremo N°58/2022 del Ministerio del 
Medio Ambiente, e integrado por seis Ministerios: Medio Ambiente; 
Obras Públicas; Energía; Agricultura; Minería; y Ciencia, Tecnología, 
Conocimiento e Innovación.

democráticos respecto a las acciones para hacer frente 
a las crisis socioecológicas (MMA, 2024a).

c. Agenda actual de TSEJ

A partir de las iniciativas que han impulsado la agenda 
de transición socioecológica justa –los Programas 
para la Recuperación Ambiental y Social; los acuerdos 
internacionales suscritos, y compromisos adquiridos 
por Chile a través de sus NDC; y las políticas públicas e 
instrumentos sectoriales que han integrado la transición 
o contribuyen a ésta-, el Gobierno de Chile ha focalizado 
su agenda de transición socioecológica justa en dos 
ejes complementarios de trabajo: uno orientado a lo 
hídrico, y otro enfocado en los territorios donde existen 
procesos de descarbonización en curso.

En coherencia con la complejidad que comprende la 
transición socioecológica justa, y con el propósito de 
articular las políticas públicas que ya se habían formu-
lado en torno a ésta, el Gobierno de Chile consideró 
necesario crear una gobernanza intersectorial a nivel 
central para articular y coordinar, con los diversos ac-
tores, las iniciativas que se estaban impulsando para la 
transición. Es con ese propósito que, en el año 2022, tal 
como fuera referido anteriormente, se crean el Comité 
Interministerial de Transición Socioecológica Justa3 
(CITSEJ) y el Comité Interministerial de Transición Hídrica 
Justa4 (CITHJ). 

A partir de la concepción sobre transición socioecológica 
justa adoptada por estos comités, se ha definido un tra-
bajo a nivel subnacional. La agenda de transición hídrica 
justa se basa en el significado de seguridad hídrica que 
señala la LMCC, en que se reconoce la importancia del 
agua tanto en sus usos consuntivos y no consuntivos 
para la subsistencia, la salud y el desarrollo económi-
co, como también para la conservación y preservación 
de ecosistemas, “considerando las particularidades 
naturales de cada cuenca” (MMA, 2022f). Tal como se 
describe en esta definición, las acciones se han enfocado 
a escala de cuencas, priorizándose una por cada región 
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del país5, en que, en estrecha coordinación con el MOP, 
se ha iniciado un trabajo con el objetivo de “propiciar 
la participación de los actores clave en la planificación 
del recurso hídrico; mejorar la gobernanza de las aguas; 
y priorizar el derecho humano al agua, la preservación 
ecosistémica y el uso productivo sustentable” (MOP, 
2024, p.3). Esto se ha traducido en la conformación de 
las Mesas Estratégicas de Recursos Hídricos (MERH), 
en elaboración de sus Planes Estratégicos de Recursos 
Hídricos en Cuencas6 (PERHC)7; y en el trabajo conjunto 
por una mesa asesora intersectorial8 para la elaboración 
del anteproyecto de ley de los Consejos de Cuenca.
 
5 El detalle de las cuencas priorizadas está establecido en la Reso-
lución Exenta N°1.190 del Ministerio de Obras Públicas (promulgada 
en mayo de 2023 y publicada en junio de 2024).

6 Tanto la creación, conformación y funcionamiento de las MERH, así 
como el reglamento para los PERHC están establecidos en el D.S 
N°58/2023 del Ministerio de Obras Públicas.

7 Hasta abril 2025 habían 11 MERH establecidas, funcionando y 
elaborando sus PERHC. La meta es elaborar 20 PERHC al 2026 (según 
Resolución Exenta N°1.190/2024 del Ministerio de Obras Públicas).

8 La mesa asesora para la elaboración del anteproyecto está con-
formada por los ministerios de Obras Públicas; Dirección General 
de Aguas; Agricultura; Minería; Ciencia, Tecnología, Conocimiento e 
Innovación; y Medio Ambiente (oficio N°243307/2024 del Ministerio 
del Medio Ambiente).

En el caso del CITSEJ, como fuera mencionado, se acordó 
una definición de la transición socioecológica justa como 
“el proceso de transformación y/o adaptación de los 
sistemas socioculturales hacia el equilibrio ecosisté-
mico, bienestar de las personas y modelos productivos 
sostenibles, en el marco de la triple crisis por pérdida 
de la biodiversidad, cambio climático y contaminación, 
asegurando el enfoque de derechos humanos, igualdad 
de género y trabajo decente”, ha enfocado la agenda 
de trabajo en los que, desde el CITSEJ se han propues-
to denominar como «territorios en transición». Estos 
corresponden, por una parte, a las comunas de Huasco, 
Quintero-Puchuncaví y Coronel, donde ya se implemen-
tan los PRAS, enfocándose en mejorar el seguimiento 
del cumplimiento de sus medidas, junto con definir 
prioridades de acciones a implementar, y fortalecer las 
gobernanzas; y, por otra parte, a las comunas de Tocopilla 
y Mejillones, afectadas por el cierre o reconversión de 
centrales termoeléctricas a carbón, donde se están 
conformando las gobernanzas, y definiendo sus Planes 
para la Transición Socioecológica Justa.

La implementación de la agenda hídrica y territorial es 
coordinada por la Oficina de Transición Socioecológica 
Justa del Ministerio del Medio Ambiente (OTSEJ). A partir 
de ello y de la experiencia del trabajo intersectorial 
integrado y su proyección, el CITSEJ le asignó a la OTSEJ 

Ilustre M
unicipalidad de Coronel.
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Diciembre 2014- 
Diciembre 2015

Firma de los tres convenios 
de gobernanzas CRAS

Diciembre 2017 -
Febrero 2018

Publicación de los 
tres PRAS

Marzo 2019

Integración de 
Tocopilla a la 
Glosa PRAS

Marzo 2020

Se aprueba NDC con pilar 
social de “Transición Justa y 

Desarrollo Sostenible”

Octubre 2021

Estrategia Climática de 
Largo Plazo refuerza el 

pilar social de TJ

Junio 2022

Creación de la OTSEJ y 
asignación de los PRAS 

(Res. Ex. 750)

Noviembre 2022

Fortalecimiento a la 
NDC e inclusión de la 

TSEJ como pilar

Noviembre 2023

Compromiso de 
crear ENTSEJ en la 

Agenda 2030

Mayo 2024

Instalación Panel de 
Expertas y Expertos

Febrero 2017

Ratificación del 
Acuerdo de París

Diciembre 2018

Primera Glosa 
Prespupuestaria 

PRAS (Ley N° 21.125)

Marzo 2020

Se aprueba el Acuerdo 
de retiro de centrales 

termoeléctricas

Marzo 2021

Integración de 
Mejillones a la glosa 

PRAS

Integración del 
concepto 

Transición Justa

Diciembre 2021

Publicación de la 
Estrategia de Transición 

Justa en el sector energía

Octubre 2022

Creación del 
CITSEJ y CITHJ

Marzo 2023

Reconocimiento de 
los PRAS como 

experiencias de TSEJ

Mayo 2024

Publicación Plan de 
TSEJ de Tocopilla

Octubre - 
Diciembre 2024

Consulta pública de la 
Estrategia Nacional de 

TSEJ

Integración del 
concepto Transición 

Socioecológica 
Justa

Enero 2025

Consulta pública 
anteproyecto NDC

Fig 1. Evolución de la Transición Socioecológica Justa en Chile.
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la elaboración de la Estrategia Nacional de Transición 
Socioecológica Justa (ENTSEJ), en cuyo proceso contó 
con el apoyo del PNUD9. Respecto a la construcción de la 
estrategia, iniciada en 2023, es importante destacar que, 
en términos procedimentales, la ENTSEJ fue sometida 
a Evaluación Ambiental Estratégica (EAE): mecanismo 
que busca incorporar consideraciones ambientales del 
desarrollo sustentable a las políticas públicas (MMA, 
2015). La EAE, tuvo curso en cada momento de la 
elaboración y aprobación, considerando una consulta 
pública del anteproyecto de la estrategia, que permitió 
robustecer el instrumento, la coordinación interinstitu-
cional -contando con el concurso de 17 Ministerios-, y 
amplió las instancias de participación ciudadana en el 
proceso. A partir de ello, se lograron realizar 7 sesiones 
informativas a nivel nacional en torno a esta evaluación; 
y 26 actividades presenciales y telemáticas en las 16 
regiones del país, que concluyeron con más de 300 
observaciones presentadas y con la participación de 
más de 700 personas (357 mujeres y 414 hombres). 
En paralelo, un panel de expertas y expertos, integrado 
por representantes de 30 organizaciones de la socie-
dad civil, la academia, empresas, sindicatos y distintos 
organismos públicos, proporcionó antecedentes y reco-
mendaciones respecto los ejes y acciones prioritarias 
para la implementación de la transición socioecológica 
justa a nivel nacional.

La estrategia plantea un Plan de Acción al 2030 para 
la implementación de medidas acordadas en los Co-
mités Interministeriales para la transición, integrando 
medidas de alcance nacional y otras específicamente 
propuestas para los territorios en transición. Asimismo, 
la ENTSEJ define un horizonte de 10 años para realizar 
las “transformaciones institucionales, normativas, so-
ciales y productivas que se requieren para cumplir con 
la protección del bienestar de las personas, el equilibrio 
ecosistémico y modelos productivos sostenibles” (MMA, 
2024b, p.16).

d. Los principios de la ENTSEJ y 
las dimensiones de la transición 
socioecológica justa para Chile

Las bases que orientan la implementación de la TSEJ 
en Chile son, por una parte, las dimensiones conteni-
das en la definición de transición socioecológica justa 

adoptada por el CITSEJ - equilibrio ecosistémico, el 
bienestar de las personas y el tránsito hacia modelos 
productivos sostenibles-; y por otra, los cinco “principios 
fundamentales” para la TSEJ que se establecieron en 
la ENTSEJ para guiar los procesos que se han iniciado y 
los que se implementarán. Estos principios son: trabajo 
decente; enfoque ecosistémico; derechos humanos; 
igualdad de género; y transformación productiva. A 
continuación, describimos las dimensiones de la TSEJ 
adoptada para Chile, y detallamos los principios que se 
asocian más directamente a cada una de ellas.

 i) Equilibrio ecosistémico

Dadas sus condiciones geográficas, Chile posee una 
biodiversidad que destaca por su alto grado de ende-
mismo, albergando diversos ecosistemas y proveyendo 
servicios ecosistémicos clave (MMA, 2019). Pero, el 
país no está exento de la tendencia mundial en la 
aceleración en el deterioro de la diversidad biológica 
y de estos ecosistemas, reflejado en que el 58% de las 
especies animales descritas en el país y el 49,6% de sus 
ecosistemas se encuentran amenazados (MMA, 2023b).

Destacan algunas causas de esta tendencia, asociadas 
al cambio de uso de suelo y la urbanización; la tala 
de bosques y plantación de especies exóticas (con la 
consecuente fragmentación de ecosistemas); además 
de la sobreexplotación de suelos y concentración del 
consumo de agua en la industria forestal y agrícola 
(MMA, 2019). De esta manera, la amenaza de especies 
y ecosistemas pone en riesgo la provisión de servicios 
ecosistémicos, entre los que se incluyen la captura y 
almacenamiento de carbono; la disminución de riesgos 
asociados al cambio del clima (inundaciones y mare-
jadas, por ejemplo); la provisión de bienes naturales 
de consumo directo para la alimentación, así como la 
generación de beneficios para la salud, la generación 
de valor paisajístico y turístico (SEA, 2022), entre otros.

En ese sentido -más allá del valor intrínseco de la natu-
raleza- la degradación de ecosistemas y la pérdida de 
biodiversidad supone una amenaza, no solamente para 
los procesos ecológicos actuales, sino para el bienestar 
humano y la prosperidad económica. La comprensión de 
esta interdependencia, tal como está integrada en una 
perspectiva socioecológica de la transición, ha generado 
confluencias entre los objetivos del mundo sindical y los 
movimientos ocupados por temas ambientales cuando 
se han movilizado bajo el eslogan «no hay trabajos en 
un planeta muerto» (Barca, 2015).

9 Mediante el proyecto “Apoyo para el desarrollo de la Estrategia de 
Transición Socioecológica Justa para Chile”, ejecutado por el Minis-
terio del Medio Ambiente con el apoyo del Programa de Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD).
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Integrar esta interdependencia en las actividades 
productivas y en los procesos socioculturales que se 
lleven a cabo en los territorios, asegura el desarrollo 
económico a largo plazo, y es por ello que en esta 
dimensión se hacen tan pertinentes la confluencia 
de los principios de enfoque ecosistémico y trabajo 
decente propuestos para los procesos de transición 
en la ENTSEJ, toda vez que, asociado al principio de 
transformación productiva, integra la participación, las 
alianzas, y la posibilidad de innovación y diversificación 
productiva que se requiere en aquellos territorios donde 
se implementen acciones de TSEJ. 

En este sentido, la agenda de transición es coherente y 
sinérgica, por ejemplo, con ciertas definiciones adopta-
das en la creación del Servicio de Biodiversidad y Áreas 
Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (Ley 
N°21.600 del Ministerio del Medio Ambiente aprobada 
en 2023), particularmente en cuanto a la incorporación 
de instrumentos económicos para la promoción de la 
conservación, tanto de la biodiversidad como de los 
servicios ecosistémicos, que viene a reforzar, junto a la 
creación de otras figuras de conservación -como la de 
paisajes de conservación- la importancia de la inter-
dependencia entre el bienestar humano y su entorno.

ii) Bienestar de las personas

Proteger el bienestar de las personas está estrecha-
mente vinculado con los principios de la promoción 
y cumplimiento de los derechos humanos, la igual-
dad de género y el trabajo decente propuestos en la 
ENTSEJ. Dicha comprensión del bienestar abandona la 
preeminencia del PIB como indicador, y se alinea con 
esfuerzos por complementar la forma de medirlo con 
otras dimensiones relevantes, y por comprender dicho 
bienestar como un aspecto colectivo más que como un 
esfuerzo individual. 

Con este propósito de ampliar las variables relacionadas 
al bienestar y permitir el seguimiento de indicadores aso-
ciados a esta dimensión, se han considerado mediciones 
como el Índice de Desarrollo Humano propuesto por el 
PNUD, que complementa el PIB con las dimensiones de 
salud y educación, y que, desde su aplicación en 1990, 
ha permitido realizar comparaciones entre países. Lo 
mismo permiten otros instrumentos, como el Índice 
de Progreso Social, que se viene aplicando en más de 
160 países desde el 2011, y considera tres dimensiones 
(necesidades básicas, bases del bienestar y oportuni-
dades), y que incluyen 12 subdimensiones que abordan 
desde aspectos materiales de la vida (como el acceso 

a servicios y a vivienda), hasta aquellas que consideran 
la calidad ambiental, el acceso a la justicia y el nivel de 
inclusión de la sociedad10. 

Teniendo en cuenta que la medición del bienestar debe 
ser multidimensional, y por tanto debe integrar, al menos, 
ámbitos asociados al ingreso, consumo y riqueza; salud; 
educación; trabajo; participación; cohesión social; medio 
ambiente, y seguridad, tanto económica como aquella 
asociada a riesgos naturales (Stiglitz, Sen, y Fitoussi, 
2009), desde el 2021 Chile adoptó la medición del 
bienestar social a partir de la aplicación de la Encuesta 
de Bienestar Social (EBS). Este instrumento, basado en 
el Better Life Index de la OCDE y la perspectiva de ca-
pacidades de Amartya Sen (MIDESO, 2023), integra once 
dimensiones que permiten dar cuenta del bienestar social, 
incluyendo: bienestar subjetivo; educación; trabajo en 
la ocupación; uso del tiempo; ingresos; salud; vivienda; 
calidad del medio ambiente; seguridad; relaciones 
sociales; y confianza y participación (Subsecretaría de 
Evaluación Social, 2024, p.2).

A partir de la última aplicación nacional en 2023, 
destacan entre los tensores del bienestar asociados 
a la TSEJ: la inseguridad económica y la dificultad de 
los hogares para cubrir sus gastos mensuales con sus 
actuales ingresos; las limitantes que las consecuen-
cias perjudiciales al medio ambiente generan para el 
desarrollo de actividades, afectando a un tercio de las 
personas, ya sea por la restricción a realizar actividades 
físicas, por problemas de salud o dificultad de acceso al 
agua. También da cuenta de la falta de confianza entre 
las personas y hacia las instituciones y organizaciones 
(Subsecretaría de Evaluación Social, 2024), tal como lo 
enfatiza el último informe de desarrollo humano del 
PNUD (2024a). Adicionalmente, alude a las afecciones en 
materias de salud mental, que prevalecen principalmente 
en la población más joven; y de la prevalencia de peores 
resultados en diversos indicadores de bienestar para 
el caso de las mujeres respecto de los hombres, lo que 
hace pertinente el énfasis en el principio de igualdad 
de género que propone la ENTSEJ.

De esta manera, teniendo la EBS una relación directa 
con los principios que en materia de bienestar guían la 
ENTSEJ, también comprende indirectamente entre sus 
dimensiones el principio de enfoque ecosistémico, toda 
vez que considera los efectos que el ambiente tiene res-
pecto de la vida de las personas. Por tanto, la EBS puede 
ser un instrumento pertinente para dar seguimiento a 

10 https://www.socialprogress.org/social-progress-index
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los cambios esperados con la implementación de una 
transición socioecológica justa. 

iii) Modelos productivos sostenibles

La ENTSEJ propuesta para Chile aborda esta dimensión 
principalmente a partir del principio de transformación 
productiva. Haciendo referencia a los planteamientos 
asociados al tránsito hacia economías más sostenibles, 
promueve el desacople del consumo de bienes naturales 
respecto de la producción, disminuyendo con ello la 
escasez de estos bienes, propiciando su continuidad y 
la de los servicios ecosistémicos asociados y, por tanto, 
atendiendo la promoción del bienestar (CEPAL, 2017). 
Al mismo tiempo, las ideas que apuntan a la ecolo-
gización de la economía potencian la resiliencia y el 
ahorro, lo que a su vez, cuando se asocia a políticas 
de protección social, deriva en inversiones responsa-
bles y “pueden constituir un importante motor para 
la creación de puestos de trabajo” (OIT, 2015, p.6) de 
mayor proyección en el tiempo, tal como fuera men-
cionado respecto de la componente socioecológica 
de la transición. Esto es así, particularmente, cuando 
aseguran trabajos decentes –vinculándose, por tanto, 
directamente a este principio de la ENTSEJ-, en áreas 
más diversificadas y de mayor valor agregado, y po-
tenciando los emprendimientos asociativos (OIT, 2015).

El momento en que se propone la ENTSEJ y la incorpo-
ración de modelos productivos sostenibles como una 
de las tres dimensiones consideradas en el objetivo 
de la TSEJ, es una decisión que va en línea con lo pro-
puesto por diversos organismos internacionales, para 
afrontar la necesaria reactivación posterior al “caos 
económico” producido por la pandemia del COVID-19: 
habiéndose generado fuertes presiones para retomar 
la expansión económica a costa de los bienes natu-
rales que la sustentan, diversos organismos hicieron 
llamados a diseñar los procesos de recuperación de 
manera tal que consideraran la inclusión y la soste-

nibilidad, proponiendo mecanismos que permitieran 
que la reactivación tuviera en cuenta la disminución 
de emisiones, y promoviera la resiliencia física y eco-
nómica frente al cambio climático (OECD et al., 2022; 
Cárdenas y Guzmán Ayala, 2020, p.12).

Considerando que Chile estuvo por sobre el promedio 
de la región, en cuanto a pérdida de empleos producto 
de la pandemia -el quinto que más empleos perdió en 
América Latina (PNUD, 2023)-, destacan los indicado-
res asociados a la disminución de la incidencia de la 
pobreza por ingresos en su medición de 2022 respecto 
a la del 2017. Pero en el análisis de dicha disminución, 
se confirmó que alrededor de 400 mil empleos aún 
no se recuperan post-pandemia, y que “los ingresos 
del trabajo y otros autónomos no tuvieron incidencia 
en la caída que experimentó la pobreza, [sino] por el 
contrario, su evolución negativa frenó lo que pudo 
haber sido una disminución aún mayor [de la pobreza]” 
(PNUD, 2023, p.5-6). 

Desde ahí, adoptar directrices que promuevan el 
crecimiento económico, a la vez que fomentan la 
resiliencia y generan empleo, contribuye también a 
las dimensiones de bienestar social y de equilibrio 
ecosistémico, disminuyendo la incertidumbre econó-
mica y promoviendo el bienestar de aquellos grupos 
que han resultado desfavorecidos por los modelos de 
producción cuyo único propósito ha sido el crecimiento 
económico -tales como las mujeres y la población 
que habita zonas rurales (Subsecretaría de Evaluación 
Social, 2024)-, a la vez que promueve el suministro de 
servicios ecosistémicos cruciales para el bienestar y 
el desarrollo económico, como el agua (Cárdenas y 
Guzmán Ayala, 2020, p.13). 

El tránsito hacia economías más sostenibles, 

promueve el desacople del consumo de 

bienes naturales respecto de la producción, 

disminuyendo con ello la escasez de estos 

bienes, propiciando su continuidad y la de 

los servicios ecosistémicos asociados y, por 

tanto, atendiendo la promoción del bienestar.
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A partir de la descripción y el análisis del contexto inter-
nacional y nacional respecto de la transición socioeco-
lógica justa, se plantean tres ámbitos a considerar para 
la implementación y el sostenimiento de una agenda en 
la materia, como la que Chile se ha propuesto impulsar. 
Ello, toda vez que la combinación de la incertidumbre 
asociada a las crisis y los cambios que se proponen, 
requieren de un sentido de largo plazo que permita, en 
conjunto con atender colectivamente los escenarios 
cambiantes, propiciar la conducción social (PNUD, 2024a). 
Desde esta perspectiva, los tres ámbitos considerados 
en esta revisión -articulación social e institucional, 
continuidad política y financiamiento-, se asocian a 
la importancia de contar con posibilidad de tomar 
decisiones ágiles, sin perder de vista las dimensiones y 
principios que sustentan el proceso, manteniendo así el 
sentido del horizonte al que se aspira con la transición 
socioecológica justa. 

a. Articulación social e institucional

Habiendo reconocido la relevancia que los compromisos 
internacionales han tenido en Chile, así como la incerti-
dumbre asociada a la triple crisis, la proyección de la TSEJ 
se enfrenta a un país que expresa pesimismo respecto 
de las capacidades para hacer frente a estas crisis. Lo 
anterior porque se ha acrecentado la desafección por 
asuntos públicos, asociada también a la desconfianza 

Desafíos de la transición 
socioecológica justa en Chile

IV

tanto hacia las instituciones, organizaciones y a las 
personas (PNUD, 2024a): casi la mitad de la población 
desconfía de los gobiernos locales (45,5%), de las de-
más personas (45,3%) o del poder legislativo (77.8%) 
(Subsecretaría de Evaluación Social, 2024). 

Así, se consigna un escenario de pérdida de optimismo 
respecto de que los procesos de cambio puedan derivar 
de la implementación de acuerdos internacionales y, 
sobre todo, de “los acuerdos de las elites nacionales y 
la eficacia de las normas institucionales” (PNUD, 2024a, 
p.83). Con ello, se desdibuja la figura de un único actor 
que protagonice los cambios requeridos para enfrentar 
los desafíos que supone una agenda de TSEJ hacia el 
futuro (sin desestimar la responsabilidad que compete 
al Estado en estas materias).

Pese a la importancia de los acuerdos internacionales 
y de marcos institucionales para sostenerlos, éstos 
no pueden constituirse en factores de inercia res-
pecto de las decisiones que deben tomarse a escalas 
subnacionales, para definir acciones de corto plazo y 
hacer frente a los efectos particulares y cambiantes 
que la crisis climática, de contaminación y de pérdida 
de biodiversidad han generado y seguirán generando 
en cada territorio. 

Al respecto, existe un amplio consenso asociado a que 
los procesos de transición socioecológica justa requie-
ren de tomas de decisiones colectivas, participativas 
y vinculantes en las diferentes escalas, lo que va en 
línea con las recomendaciones descentralizadoras 
de definiciones, recursos y capacidades con estos 
propósitos (PNUD, 2024b; Pathak et al., 2022). Esto 
implica, promover la generación de acuerdos entre las 
partes involucradas también en escalas subnacionales, 
reconociendo y respetando la agencia que porta cada 
quien en el debate (PNUD, 2024a; Velicu & Barca, 2020).

La combinación de la incertidumbre asociada 

a las crisis y los cambios que se proponen, 

requieren de un sentido de largo plazo que 

permita, en conjunto con atender colectiva-

mente los escenarios cambiantes, propiciar 

la conducción social.
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En relación a lo anterior, tiene mucho sentido la impor-
tancia de las gobernanzas vinculantes y permanentes a 
diferentes escalas. Pero junto con ello, también evitar 
duplicidades de esfuerzos cuando existen múltiples 
gobernanzas que trabajan por objetivos que pueden 
ser complementarios y sinérgicos respecto de la TSEJ, 
considerando, además, que en éstas participan muchas 
veces las mismas representaciones institucionales, 
empresariales, ciudadanas y dirigenciales. 

A partir de ello, se considera que un desafío particular 
en la articulación, es identificar las gobernanzas a ni-
vel nacional y subnacional, existentes o en instalación, 
que pueden tener relación con la TSEJ, para definir en 
conjunto con las actorías involucradas, de qué manera 
cooperan, se fusionan o subsumen unas a otras, en una 
reorganización de prioridades y formas de trabajo. Entre 
las gobernanzas que se han podido identificar que están 
relacionadas a la TSEJ y que pudiesen considerarse en 
este proceso, podemos mencionar, por ejemplo, aquellas 
impulsadas por el sector de energía (Programa Comuna 
Energética, Estrategia de Descarbonización, o la Estrate-
gia Nacional de Hidrógeno Verde); en la gestión hídrica 
(Mesas Estratégicas de Recursos Hídricos); las asociadas 
a economía circular (incluyendo la gobernanza para el 
observatorio tecnológico propuesto en la Hoja de Ruta 
2040); a la conservación de ecosistemas y biodiversidad 
(Plan Nacional de Restauración de Paisajes y Planes 
RECOGE); a los comités propuestos desde la creación 
del SBAP, y al cambio climático (comités asociados a los 
planes de acción regional y local de cambio climático, y 
los CORECC); y a la propuesta de gobernanza contenida 
en la Estrategia de TSEJ. Para esto, un punto de partida 
podría ser la revisión de gobernanzas consideradas en 
instrumentos y políticas públicas que abordan, al menos, 
algunas de las tres dimensiones comprendidas por la 
TSEJ (Figura 2).

Si se toman en cuenta los cuatro factores involucrados 
en la conducción del cambio social descritos por el 
PNUD11 (2024a), además de la promoción, coordinación 
y ordenamiento de la relación entre actores sociales 
que participen e inciden en la toma de decisiones, se 
requiere de una institucionalidad que propicie y aborde 
los desafíos de las múltiples dimensiones consideradas 
para un proceso de TSEJ. Aunque la conformación del 
CITSEJ y del CITHJ, a nivel central, es un paso consistente 

hacia dicho propósito, sería relevante considerar que 
dichos comités tuvieran símil en cada territorio donde 
se implementen procesos de TSEJ, incluyendo a secre-
tarías regionales ministeriales, y gobiernos regionales y 
comunales. Esto es de considerar toda vez que, además 
de los territorios en transición incluidos en el Plan de 
Acción a 2030 de la ENTSEJ, se entiende la transición 
como un proceso de cambio en el modelo de desarrollo 
hacia una promoción del equilibrio ecosistémico, el 
bienestar humano y formas sostenibles de producción 
en su conjunto, pudiendo asumirse como un trabajo 
permanente de articulación interinstitucional a escalas 
subnacionales, que promueva la priorización de agendas 
con este propósito y la asignación de presupuestos 
desde los diversos gobiernos y carteras que integran 
dichos comités.

b. Continuidad política

Los costos y beneficios de iniciativas para abordar de-
safíos de largo plazo, tales como el cambio climático y 
el desarrollo económico, plantean una disyuntiva entre 
las políticas que buscan maximizar réditos en el presente 
con aquellas que invierten en beneficios a futuro, espe-
cialmente cuando estos últimos pueden ser percibidos 
y medidos luego de sucesivos cambios de gobierno 
(Finnegan, 2022; Pereira et al., 2024). Por tanto, ante 
la propuesta de instrumentos de largo plazo (como la 
ENTSEJ), se debiesen considerar los escenarios políticos 
y procesos electorales que ocurren en distintas escalas 
temporales y territoriales.

En la experiencia chilena, han transcurrido más de 10 
años desde el inicio de los procesos para la elaboración 
de los PRAS (2014) y casi cinco desde la primera mención 
explícita de la transición justa en una política nacional (la 
NDC de 2020). Habiendo ocurrido tres cambios de gobierno 
en esta última década, puede señalarse a la instalación 
de personal técnico en tres oficinas regionales del Mi-
nisterio del Medio Ambiente (Puntos focales PRAS) y el 
funcionamiento de gobernanzas multisectoriales (CRAS) 
en torno a programas locales (PRAS), ambos sustentados 
por una glosa presupuestaria específica hasta el 2023, 
como antecedentes que han permitido la continuidad 
del único programa específico sobre transición.

Por su parte, al plantearse las transiciones socioeco-
lógicas justas como una agenda de largo plazo, las 
acciones contempladas para dicho propósito deben 
evitar someterse a elaboraciones políticas centraliza-
das o responder a intereses cortoplacistas, relevados 
por actores políticos particulares o industrias altas en 

11 Según el informe, los cuatro factores que inciden en la conducción 
del cambio social son: las relaciones entre los actores sociales, las 
instituciones, las subjetividades y los discursos públicos (PNUD, 
2024, p.84).
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emisiones; por el contrario, se recomienda proyectar 
asociaciones formales entre todas las partes involucradas 
(Malakar et al., 2025). Ejemplos de estas asociaciones son 
los “Acuerdos de Transición Justa” en España, contratos 
legalmente vinculantes que entregaron compensaciones 
a las comunidades dependientes de combustibles fósiles 
(Bolet, Green y González-Eguino, 2023); como también la 
creación y financiamiento de instituciones independientes 
entre gobiernos y empresas en procesos de transición 
(Aklin, 2024). Este tipo de acciones que pueden alcanzarse 
en el corto plazo, tienen el potencial de aumentar la 
credibilidad y facilitar la cooperación en el largo plazo.

En esta misma línea, relacionada a las asociaciones para 
la continuidad de la agenda de TSEJ, sería relevante 
fortalecer los mecanismos de coordinación y asigna-
ción de funciones entre las instituciones directamente 
encargadas de implementar la agenda de transición 
socioecológica justa (que incluyen, para el caso de Chile, 
13 instituciones públicas indicadas como responsables 
para la implementación de acciones contenidas en la 
ENTSEJ). Para esto, reconocer aquellas políticas, progra-
mas y leyes sectoriales que han incluido o que poten-
cialmente podrían incluir a la TSEJ (Figura 2), permitiría 
posicionar a la ENTSEJ como una instrumento público 

articulador entre las instituciones con competencias 
ambientales, sociales y económicas, y establecer un 
marco político a nivel estatal, basado en sus tres di-
mensiones (equilibrio ecosistémico, bienestar de las 
personas y modelos productivos sostenibles) durante 
la transición hacia sociedades sostenibles y resilientes. 
Un ejemplo a considerar, puede ser el reordenamiento 
jurídico realizado en Italia que otorga competencias a 
diversas instituciones para que pudiesen participar en 
un comité interministerial para el Plan de Transición 
Ecológica (Gobierno de Italia, s.f.).

A partir del recientemente publicado anteproyecto de 
actualización de la NDC (MMA, 2025), se reconoce la 
continuidad que ha otorgado el país a esta agenda en 
sus políticas climáticas, al mantener el “Pilar Social de 
Transición Socioecológica Justa”. Tal como se comentó 
para el caso de la NDC de 2020, esta actualización podría 
marcar un nuevo hito en el proceso de transversalización 
de la TSEJ y permitir su fortalecimiento a nivel institu-
cional durante, al menos, los próximos 5 años.

Gem
ita Igor Rencoret.
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AEMS: Anteproyecto Sistema de Clasificación o Taxonomía de Actividades Económicas Medioambientalmente Sostenibles; AFIDE: Proyecto de ley Agen-
cia de Financiamiento e Inversión para el Desarrollo; Agenda 2030: Estrategia Nacional para la Implementación de la Agenda 2030; APL: Acuerdos de 
Producción Limpia; Bases MA: Ley Bases Generales del Medio Ambiente; CCRV: Estrategia Nacional de Cambio Climático y Recursos Vegetacionales; CE: 
Programa Comuna Energética; CFM: Ley 20.551 que regula el Cierre de Faenas e Instalaciones Mineras; Circular 2040: Hoja de Ruta Economía Circular 
al 2040; ECLP: Estrategia Climática de Largo Plazo; ECMPO: Ley 20.249 que crea el espacio costero marino de los pueblos originarios; Energía 2050: 
Política Energética de Chile; ENMS: Estrategia Nacional de Movilidad Sostenible; ENB: Estrategia Nacional de Biodiversidad; ENS: Estrategia Nacional de 
Salud para los Objetivos Sanitarios al 2030; ETE: Ley de Estabilización de Tarifas Eléctricas; ETJE: Estrategia de Transición Justa en el sector Energía; FCC: 
Estrategia Financiera frente al Cambio Climático; FPA-TSEJ: Fondo de Protección Ambiental - Iniciativas Ciudadanas con Enfoque de Transición Socioe-
cológica Justa; GRD: Política Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres; H2V: Estrategia Nacional de Hidrógeno Verde; JTWP: Programa de Trabajo 
de Transición Justa; Litio: Estrategia Nacional del Litio; LMCC: Ley Marco de Cambio Climático (incluye los planes sectoriales de mitigación y adaptación, 
y los planes de acción regional y comunal); NAP: Anteproyecto Plan Nacional de Adaptación; NDC: Contribución Determinada a Nivel Nacional; PdD: 
Anteproyecto Plan de Descarbonización; PEF: Plan Nacional de Eficiencia Energética; PELP: Planificación Energética de Largo Plazo 2023-2027; PERHC: 
Plan Estratégico de Recursos Hídricos en Cuencas; PM Arica: Ley de Polimetales de Arica; PNI: Política Nacional Inspectiva; PNM: Política Nacional Minera 
2050; RdP: Plan Nacional de Restauración de Paisajes 2021-2030; RGD: Ley 21.356 Representación de Género en Directorios de empresas públicas y 
sociedades del Estado; RSD: Programa de Recuperación de Suelos Degradados; SBAP: Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas; SC: Política Nacional 
de Sitios Contaminados; SSA: Estrategia Nacional de Soberanía para la Seguridad Alimentaria. 

Fig 2. Iniciativas sectoriales relacionadas con las dimensiones que aborda la TSEJ, 
tanto a nivel nacional, como regional e internacional.
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c. Financiamiento

Se estima que la inversión global para la transición hacia 
economías bajas en carbono, requiere multiplicarse 
por siete hacia 2030 para mantenerse alineada con 
los objetivos del Acuerdo de París (World Economic 
Forum, 2025), por lo que la financiación pública es 
vital, pero no puede hacer frente por sí sola ante un 
desafío de tal magnitud. 

A modo de antecedente, la inversión pública anual 
en Chile, en protección del medio ambiente, alcanzó 
cerca del 0,1% del PIB entre 2012 y 2021, seis veces 
menos que el promedio de la OCDE (OCDE, 2024), 
mientras que el gasto en cambio climático alcanzó 
el 0,07% del PIB de 2023 (DIPRES, 2024). En este con-
texto, aumentar la inversión puede convertirse en una 
gran oportunidad para habilitar una agenda de TSEJ, 
acorde a las prioridades nacionales y los objetivos de 
su ENTSEJ, para lo que se debiesen tomar en cuenta 
las diversas experiencias en mecanismos públicos, 
privados y mixtos reconocidos a nivel internacional 
(OIT y PNUMA, 2023; IHRB y JTFL, 2024).

En particular, sobre los mecanismos mixtos de financia-
miento, el caso de la empresa de energía ENGIE Chile 
ha sido reconocido como un ejemplo internacional, al 
haber utilizado préstamos vinculados a la sostenibilidad 
y aplicado una estrategia de transición basada en los 
pilares de empleo y capacitación, desarrollo local y 
gestión ambiental (JTFL, 2024). Este tipo de proyectos 
podrían multiplicarse si, por ejemplo, se integran 
principios de TSEJ en el Marco de Bono Sostenible 
de Chile12 (Ministerio de Hacienda, 2023a), como 
también en el Sistema de Clasificación o Taxonomía 
de Actividades Económicas Medioambientalmente 
Sostenibles (Ministerio de Hacienda, 2023b). Esto 
permitiría establecer un ambiente regulatorio claro y 
creíble que aumente la participación del sector privado 
(World Economic Forum, 2025), a la vez que plantea 
el desafío de desarrollar métricas para evaluar los 
avances en términos de TSEJ (JTFL, 2024). 

A nivel nacional, agencias como la CORFO pueden 
cumplir un papel fundamental en el impulso y sosteni-
bilidad financiera de la agenda de TSEJ, por contar con 
instrumentos para generar alianzas público-privadas 
a través de los Acuerdos de Producción Limpia (APL), 

que permiten definir procedimientos y metas para el 
seguimiento de dichos acuerdos de manera participativa 
a escala subnacional. Asimismo, el rol de CORFO resulta 
relevante, considerando que se propone para encabezar 
la Agencia de Financiamiento e Inversión para el De-
sarrollo (AFIDE), actualmente en discusión legislativa13 
y que, siguiendo la experiencia de la institucionalidad 
financiera creada en otros países para enfrentar los 
desafíos de la crisis climática como la Clean Energy 
Finance Corporation de Australia o el Green Investment 
Finance de Nueva Zelanda (MINECON, 2024), tiene por 
objetivos “mejorar la competitividad empresarial, la 
diversificación productiva y el crecimiento económico 
sostenible del país, habida consideración de los com-
promisos internacionales ratificados por Chile y los 
objetivos estratégicos en materia ambiental” (Cámara 
de Diputadas y Diputados, 2024, p.7). La participación 
que pudiese tener la AFIDE en apoyar una agenda de 
TSEJ, podría ser un paso importante para establecer 
un compromiso de inversiones para dar continuidad a 
iniciativas que, en esta materia, requieren de soporte 
financiero a largo plazo.

A nivel regional, la CEPAL (2024c) ha planteado que los 
Ministerios de Finanzas pueden tener un protagonismo 
clave en países de Latinoamérica y el Caribe, frente a 
las oportunidades de crear economías sostenibles y 
resilientes, mediante la combinación de herramientas 
fiscales como la inversión pública, la gestión de la deuda 
o instrumentos de financiación climática. En ello se 
enmarcan las propuestas asociadas al cambio de deuda 
por acciones climáticas que se ha venido discutiendo, 
toda vez que hay cierta relación entre el riesgo climá-
tico y el nivel de endeudamiento de países que verán 
sus finanzas afectadas producto de los escenarios de 
crisis (Chamon et al., 2022); lo que pudiese ampliarse 
a la TSEJ. Por último, iniciativas como la “Just Transition 
for All” apoyada por el grupo del Banco Mundial (Banco 
Mundial, s.f.), y la priorización de proyectos de transición 
en el Plan Estratégico 2024-2027 del Fondo Verde 
del Clima (GCF, 2024), también podrían considerarse 
como oportunidades de financiamiento a través de la 
cooperación internacional.

12 Similar a lo propuesto para el Reglamento sobre divulgación de 
información financiera sostenible de la Unión Europea (Comisión 
Europea, 2024). 13 Boletín N°16889-05.
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Consideraciones finales

V

Las consecuencias y afecciones asociadas al cambio 
climático, la contaminación y la pérdida de biodiversidad 
derivadas de las formas de desarrollo, han requerido de 
respuestas crecientes a diferentes escalas. En algo más 
de cincuenta años de discusión internacional respecto 
de estas crisis, diferentes organizaciones han abordado 
la interdependencia entre el bienestar y el medioam-
biente en que las sociedades se desenvuelven. En ello, 
organizaciones internacionales, academia, movimientos 
y organizaciones sindicales y ambientales, han realizado 
aportes a la discusión respecto de estas dependencias, que 
ha derivado en definir alcances, principios, y comprometer 
medidas de “transiciones justas”.

Chile no se ha quedado atrás en su compromiso de 
avanzar hacia la transición. Se ha abierto a esta discusión, 
creando diversas políticas y programas en relación con la 
transición justa (ver Anexo), cumpliendo con sus acuerdos 
internacionales y mostrando significativos avances durante 
los últimos cinco años.

Tras más de diez años de trayectoria en torno a metas 
climáticas y propuestas de recuperación de territorios donde 
se han generado injusticias sociales y ambientales, el país 
se ha comprometido en la elaboración de una Estrategia 
Nacional de Transición socioecológica Justa como política 
pública que integra dimensiones ambientales, sociales 
y económicas, y que requiere la articulación de diversas 
instituciones a nivel nacional y subnacional.

No obstante, es esencial entender que cada propuesta 
de transición socioecológica justa debe ser construida 
a partir de las realidades y aspiraciones de cada país, 
abordando el conjunto de las dimensiones y alcances 
que se definan. Por tanto, entenderlo como un proceso 
de cada país y no apresurarse en la planificación de las 
políticas asociadas a esta transición, para que efectiva-
mente contribuya a generar los beneficios que posibilita 
(KCI, 2022). En ese sentido, es importante mencionar que 
este cambio hacia un enfoque socioecológico, haciendo 
el símil con el enfoque integral que plantea Abram et 
al. (2022), debiera reconocer que la transición no es un 
cambio rápido ni capaz de predefinir todos los compo-
nentes del horizonte que a futuro se desenvolverán, sino 
que un conjunto de procesos que deben responder a las 
prácticas político-relacionales y realidades materiales 
cambiantes que condicionan cada contexto, como tam-
bién a las diversas formas de vulnerabilidad que surgen 
y puedan emerger en éstos.

En este sentido, considerando que diversos organis-
mos como PNUD (2024a) y la OCDE (2024, 2016) han 
señalado las limitaciones e impactos del modelo eco-
nómico nacional, que Chile esté implementando una 
TSEJ puede ser una oportunidad para salir de la lógica 
de las relaciones desiguales, en lugar de simplemente 
transitar fuera de los combustibles fósiles (Velicu y 
Barca, 2020) y luego entregar compensaciones para “los 
perdedores del cambio” (Weller, Beer y Porter, 2024). En 
consecuencia, proyectar una agenda de TSEJ debiese 
considerar políticas estratégicas y multisectoriales 
que permitan la transformación de los atributos fun-
damentales de los sistemas socioecológicos (Abram 
et al., 2022; IPCC, 2018), a la vez que se promueva una 
economía sostenible y resiliente frente a los escenarios 
altamente inciertos derivados de la triple crisis.

En lo abierto y desafiante que se presenta este 
contexto, y no habiendo una única definición ni vías 
predeterminadas para la transición justa, es relevante 

El país se ha comprometido en la elaboración 

de una Estrategia Nacional de Transición 

socioecológica Justa como política públi-

ca que integra dimensiones ambientales, 

sociales y económicas, y que requiere la 

articulación de diversas instituciones a nivel 

nacional y subnacional.
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que Chile haya adoptado una definición de TSEJ que 
delimite los alcances del concepto y proceso para 
efectos de su implementación en el ámbito público. 
Este avance conceptual y la acumulación de experien-
cia en su aplicación concreta, podría ser considerada 
y convertirse en un referente para los procesos que 
se están impulsando desde otros países de la región.

Pese a que los desafíos asociados a la implementación 
de una transición socioecológica justa a nivel país 
supone importantes esfuerzos internos vinculados al 
cambio en tan diversas dimensiones, que van desde 
los modos de relación y procesos educativos, hasta 
modificaciones estructurales y normativas, es impor-
tante considerar que en este camino Chile no es un 
agente aislado, sino que se ha sumado a un proceso 

La transición justa es un desafío a la articula-

ción y la profundización de la reintegración de 

dimensiones, sectores y escalas que, conven-

cionalmente, se han mantenido segmentadas, 

y cuya rearticulación ha sido pretendida desde 

los propósitos del desarrollo sostenible y del 

cambio climático. En este sentido, la discusión 

respecto de la transición socioecológica jus-

ta es, también, una oportunidad de reflexión 

sobre la forma de desarrollo que el país desea 

y proyecta en sus acciones.
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global que se encuentra en consolidación a diferentes 
escalas a nivel de países. Por tanto, seguirá siendo 
importante su participación y atención respecto de 
las definiciones en transición justa que seguirán dis-
cutiéndose por parte de organismos internacionales 
– como la CMNUCC (JTWP), la AGNU, la OIT y CEPAL-, 
así como aquellos lineamientos que en esta materia 
vayan definiendo los bloques económicos como el 
G20, la UE, MERCOSUR, entre otros.

Teniendo en cuenta los objetivos y los desafíos implica-
dos en una agenda de transición socioecológica justa, 
particularmente por la necesidad de aprender a cambiar, 
innovar y ocuparse de los efectos de estas crisis que la 
subyacen -haciéndose responsables de los efectos de los 
cambios que ello requiere, sin profundizar en inequidades 
y vulnerabilidades climáticas y socioeconómicas-, se 
identificaron tres desafíos interrelacionados que sería 
recomendable que Chile abordara: Primero, la articula-
ción social e institucional, considerando gobernanzas a 
diferentes escalas, como un requerimiento transversal en 
cualquier manera de comprender la TSEJ, atendiendo a 
que los cambios requerirán de acuerdos vinculantes que 
provean de un horizonte común de futuro, a la vez que 
sean capaces de generar respuestas a las condiciones 
emergentes de las crisis que se enfrentan. Segundo, 
la implementación de una agenda que reconstruya la 
confianza entre los distintos sectores y que trascienda 
a los cambios de gobierno -como ha sido el caso de los 
PRAS-, a través de los acuerdos formales y cambios nor-
mativos necesarios para vincular las tres dimensiones de 
la TSEJ. Tercero, aumentar y diversificar el financiamiento, 
considerando fuentes nacionales, y los mecanismos y 
fondos internacionales actualmente existentes.

La transición justa es un desafío a la articulación y la pro-
fundización de la reintegración de dimensiones, sectores 
y escalas que, convencionalmente, se han mantenido 
segmentadas, y cuya rearticulación ha sido pretendida 
desde los propósitos del desarrollo sostenible y del 
cambio climático. En este sentido, la discusión respecto 
de la transición socioecológica justa es, también, una 
oportunidad de reflexión sobre la forma de desarrollo 
que el país desea y proyecta en sus acciones.

Si el camino a la transición socioecológica justa se pro-
pone como una reconsideración del modelo de desarrollo 
del país, podrían entonces considerarse acciones que le 
otorguen mayor jerarquía institucional a esta política, 
fortaleciendo así la integración que supone la transición 
justa. Esto pudiera expresarse en la revisión de la perti-
nencia y alcance de la institucionalidad en materia de 

La discusión respecto de la tran-

sición socioecológica justa es una 

oportunidad de reflexión sobre la 

forma de desarrollo que el país 

desea y proyecta en sus acciones.

regulación ambiental y social, y en la integración de la 
transición justa como un marco de acción por su incor-
poración conceptual en las leyes “marco”, en la definición 
del ordenamiento jurídico (como el caso de Italia) y 
presupuestario (como ha sucedido en Nueva Zelanda).

No existiendo atajos para alcanzar el desarrollo sostenible, 
y sin haber respuestas preestablecidas a la triple crisis 
a la que nos enfrentamos y que generarán condiciones 
emergentes cada vez más frecuentes y desafiantes, 
queda poco espacio a la duda respecto de la necesidad 
de acciones decididas. Desde esta perspectiva, cuando las 
agendas reactivas al cambio climático no han permitido 
cambiar las tendencias; cuando el desarrollo enfocado 
solamente en crecimiento productivo y económico 
ha sido parte responsable en las condiciones de crisis 
actuales; y cuando la incertidumbre es condición en 
la cual se debe transitar, la transición justa, con todas 
sus indefiniciones aún presentes, tiene el potencial de 
propiciar reflexiones, diálogos y acciones que parecen 
ser el camino responsable a seguir. Por ello, en último 
término, se considera importante otorgarle a esta agenda 
un espacio relevante para su difusión y discusión para que 
permee en las distintas escalas territoriales, los espacios 
sociales, económicos e institucionales, que motiven y 
movilicen los cambios necesarios para proyectar una 
subsistencia más justa al largo plazo.
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Anexo

Se presentan ejemplos de instituciones, políticas, 
leyes e iniciativas específicas sobre transición justa 
desarrolladas en el mundo. Esta lista de ejemplos no 
es exhaustiva, sino que muestra parte del espectro de 
iniciativas desarrolladas en algunos países por región, 
con el fin de ilustrar la variedad de políticas que han 
incorporado principios y procesos de transición justa. 

(*) Según el marco de los ODS de las Naciones Unidas (un.org); (**) En elaboración o consulta; (***) No vigente o finalizado.
Fuente: Elaboración propia, en base a Climate Change Laws of the World (s.f), KCI (2022), PNUD (2022), Chan, Wang y Higham (2024).

Región* País NDC ECLP
Instituciones o grupos 
de trabajo Políticas y Leyes

Planes y otras 
iniciativas

América 
Latina y 
el Caribe

Chile Sí Sí · Comité Interminis-
terial de Transición 
Socioecológica Justa  
· Comité Interminis-
terial de Transición 
Hídrica Justa  
· Oficina de Transición 
Socioecológica Justa

· Estrategia de Transición 
Justa en el sector energía  
· Estrategia de Transición 
Socioecológica Justa (**)  
· Proyecto de ley que regu-
la el proceso de transición 
socioecológica justa hacia 
la carbono neutralidad (**) 

· Plan de Transición 
Socioecológica Justa 
de Tocopilla

Ecuador No No · Ministerio del Am-
biente, Agua y Transi-
ción Ecológica

· Consulta Popular del 
Yasuní

Brasil No No · Ley 14.299 que crea el 
Programa de Transición 
Energética Justa

Perú No No · Proyecto de Ley de Transi-
ción Ecológica (**)

México No No · Ley de Transición Energé-
tica
· Taxonomía Sostenible de 
México

· La transición justa 
como marco para una 
recuperación sosteni-
ble en México

Colombia Sí Sí · Hoja de Ruta para una 
Transición Energética 
Justa

Uruguay No Sí · Transición Justa para 
una Economía Verde 
(***)
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(*) Según el marco de los ODS de las Naciones Unidas (un.org); (**) En elaboración o consulta; (***) No vigente o finalizado.
Fuente: Elaboración propia, en base a Climate Change Laws of the World (s.f), KCI (2022), PNUD (2022), Chan, Wang y Higham (2024).

Región* País NDC ECLP
Instituciones o grupos 
de trabajo Políticas y Leyes Planes y otras iniciativas

Europa y 
América del 
Norte 

España Si Si · Ministerio para la 
Transición Ecológica y 
Reto Demográfico 
· Instituto para la Tran-
sición Justa
· Comisión Interminis-
terial para el Cambio 
Climático y la Transi-
ción Energética  

· Estrategia de Transi-
ción Justa
· Ley de Cambio Cli-
mático y Transición 
Energética 

· Convenios de Transición 
Justa 
· Plan de Recuperación, 
Transformación y Resilien-
cia
· Acuerdo Marco para una 
Transición Justa de la Mine-
ría del Carbón y Desarrollo 
Sostenible de las Comarcas 
Mineras para el Periodo 
2019-2027

Escocia  No No · Comisión de Transición 
Justa
· Ministerio para la Tran-
sición Justa, Empleo y 
Trabajo Justo (***) 

· Fondo de Transición Justa 
· Laboratorio de Transición de 
Aberdeen

Italia  Si No · Comisión de Estudio y 
Desarrollo de Propues-
tas para la Transición 
Ecológica y la Reducción 
de Subvenciones Perju-
diciales para el Medio 
Ambiente

· Plan de Transición 4.0 
(Ley de Presupuesto)

· Plan Nacional de Transición 
Ecológica
· Fondo de Transición Justa de 
la Unión Europea
· Plan Nacional de Recupera-
ción y Resiliencia

Francia Si Si · Ministerio de Transi-
ción Ecológica, Energía, 
Clima y Prevención de 
Riesgos 
· Ministerios de desa-
rrollo regional transi-
ción ecológica

· Estrategia nacional para 
la transición ecológica 
hacia el desarrollo sos-
tenible 2015-2020 (***)

· Vía para la Transición Justa 
del Grupo EDF (compañía)
· Plan de acción para una 
gestión del agua resiliente 
y concertada

Irlanda  Si No · Comisión de Transición 
Justa

· Ley de Acción por el 
Clima y Desarrollo con 
Baja Emisión de Carbono

· Alianza de Transición Justa

Bélgica  Si  Si · Alto Comité para una 
Transición Justa

· Estados Generales para 
una Transición Justa

· Conferencia Nacional para 
una Transición Justa 
· Ágora Ciudadano
· Foro de Transición Justa
· Reporte Contribución de los 
servicios públicos federales

Colorado 
(EE.UU.) 

 No No · Oficina de Transición 
Justa 
· Comité Asesor de Tran-
sición Justa

· Plan de Acción de Transición 
Justa

Canadá Si Si · Grupo de Trabajo para una 
Transición Justa de los Tra-
bajadores y las Comunidades 
del Carbón de Canadá
· Plan Canadiense de Empleo 
Sostenible
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Región* País NDC ECLP
Instituciones o grupos 
de trabajo Políticas y Leyes Planes y otras iniciativas

Oceanía

Nueva 
Zelanda 

 No  Si · Unidad de Transición 
Justa

· Presupuesto de Bien-
estar

· Programa de Transición 
Justa 
· Guía para Transiciones 
Justas
· Transición Justa de Sou-
thland 
· Hoja de Ruta Taranaki 
2050

Australia   No No  · Plan de reducción de emi-
siones a largo plazo
· Alianza Australia-Pacifico 
para la Transición Energé-
tica

Vanuatu   No No  · Llamado de Port Vila a una 
Transición Justa para un 
Pacífico Libre de Combusti-
bles Fósiles

(*) Según el marco de los ODS de las Naciones Unidas (un.org); (**) En elaboración o consulta; (***) No vigente o finalizado.
Fuente: Elaboración propia, en base a Climate Change Laws of the World (s.f), KCI (2022), PNUD (2022), Chan, Wang y Higham (2024).

Región* País NDC ECLP
Instituciones o grupos 
de trabajo Políticas y Leyes Planes y otras iniciativas

África 
subsahariana

Sudáfrica Sí Sí · Comisión Presidencial 
sobre el Clima hacia 
una transición justa

· Marco de Transición 
Justa

· Plan de Inversión para la 
Transición Energética Justa 
2023 - 2027

Zimbabue Sí No · Política nacional de 
movilidad eléctrica y 
marco de preparación 
del mercado 
· Directriz para la 
gestión de riesgos 
climáticos

Ghana No No · Marco Nacional para 
la Transición Energé-
tica

· Plan de Transición e Inver-
sión Energética 
· Transición Justa para una 
Economía Verde (***)  

Nigeria Sí Sí ·  Plan de Transición Ener-
gética

(*) Según el marco de los ODS de las Naciones Unidas (un.org); (**) En elaboración o consulta; (***) No vigente o finalizado.
Fuente: Elaboración propia, en base a Climate Change Laws of the World (s.f), KCI (2022), PNUD (2022), Chan, Wang y Higham (2024).



43

 FUNDAMENTOS, AVANCES Y DESAFÍOS EN CHILE 

Región* País NDC ECLP
Instituciones o grupos 
de trabajo Políticas y Leyes Planes y otras iniciativas

África 
septentrional y 
Asia occidental

Marruecos No Si · Ministerio de Transición 
Energética y Desarrollo 
Sostenible

Omán  Si   No · Estrategia Nacional para una 
transición ordenada hacia el 
Net Zero

Israel No  No · Enmienda “Transición a una 
economía baja en carbono” 

Jordania No  No · Estrategia Nacional y Plan 
de Acción para el Consumo 
y la Producción Sostenibles 

(*) Según el marco de los ODS de las Naciones Unidas (un.org); (**) En elaboración o consulta; (***) No vigente o finalizado.
Fuente: Elaboración propia, en base a Climate Change Laws of the World (s.f), KCI (2022), PNUD (2022), Chan, Wang y Higham (2024).

Región* País NDC ECLP
Instituciones o grupos 
de trabajo Políticas y Leyes Planes y otras iniciativas

Asia oriental
y sudoriental 

Malasia  No No · Política 2.0 Cambio Climático 
Nacional

· Hoja de Ruta Nacional de 
la Transición Energética

Indonesia Si Si · Alianza de Transición 
Energética Justa: Plan 
Integral de Inversión y 
Política

 Filipinas  Si No  · Transición Justa para 
una Economía Verde 
(***)

Japón No Si · Inventario de decla-
raciones de gobiernos 
locales para alcanzar 
cero de emisiones de 
carbono
· Reporte Transiciones 
Justas en Japón

(*) Según el marco de los ODS de las Naciones Unidas (un.org); (**) En elaboración o consulta; (***) No vigente o finalizado.
Fuente: Elaboración propia, en base a Climate Change Laws of the World (s.f), KCI (2022), PNUD (2022), Chan, Wang y Higham (2024).

Región* País NDC ECLP
Instituciones o grupos 
de trabajo Políticas y Leyes Planes y otras iniciativas

Asia central
y meridional  

  India No  No · Grupo de trabajo de 
Jharkand sobre transición 
justa y sostenible

Kazajistán   No   Si · Estrategia de Carbono Neu-
tralidad hacia 2060

· Iniciativa PAGE

(*) Según el marco de los ODS de las Naciones Unidas (un.org); (**) En elaboración o consulta; (***) No vigente o finalizado.
Fuente: Elaboración propia, en base a Climate Change Laws of the World (s.f), KCI (2022), PNUD (2022), Chan, Wang y Higham (2024).
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